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En la actual sociedad globalizada fruto del desarrollo industrial, tecnológico y 
comercial, no cabe duda de que las inversiones han jugado un papel preponderante en el 
progreso de los países desarrollados y en vías de desarrollo.  La promoción y protección 
de inversiones extranjeras han sido principios con los que, tanto inversores como Estados 
han participado activamente en el marco internacional de esta materia, especialmente a 
través de la suscripción de los llamados Tratados Bilaterales de Inversión (TBIs), y la 
adhesión, por parte de los Estados, al Convenio de Washington que creó el Centro 
Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI).  No obstante, 
estos convenios han sido fuertemente cuestionados, sobre todo, por países de la región 
latinoamericana. 
 
Uno de los aspectos más conflictivos de los TBIs es el relacionado con la solución 
de diferencias entre un inversionista y el Estado receptor de la inversión, para lo cual se 
prevé un procedimiento específico de arbitraje internacional, generalmente llevado a cabo 
ante el sistema ofrecido por el CIADI.  Con motivo de ello, el Ecuador ha emprendido un 
proceso de denuncia tanto de los TBIs como del Convenio de Washington, toda vez que 
los postulados de ambos ya no encajan con los nuevos principios constitucionales y 
legales vigentes en el país.   
 
Bajo este panorama, el objetivo del presente trabajo de investigación se enfoca en 
el análisis del marco jurídico que regula el arbitraje de inversiones en el Ecuador, los 
principales antecedentes, la compleja situación actual y las perspectivas de futuro sobre 
esta materia.  Así, como punto de partida se iniciará con una breve explicación sobre los 
aspectos doctrinarios y legislativos más importantes que dieron lugar al nacimiento de la 
protección de inversiones en el ámbito internacional, así como las principales normas 
internas que rigen para las inversiones y para el arbitraje de inversiones en el Ecuador.  
Esto permitirá comprender el dinamismo y complejidad en los que se desenvuelve el 
derecho de las inversiones y el mecanismo de arbitraje como método de solución de 
controversias, sobre todo para los países en desarrollo.  Posteriormente, se analizará el 
sistema jurídico ecuatoriano y los principales hechos detonantes en cuanto a política de 
inversiones, como consecuencia de la reestructuración comercial del Ecuador a partir del 
año 2008.  En este apartado se podrá adquirir una visión amplia de la posición ecuatoriana 
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respecto de una protección inadecuada de las inversiones a través de los TBIs, y un 
mecanismo inapropiado de solución de controversias en el seno del CIADI como 
principal instancia de arbitraje internacional.  Finalmente, en el último capítulo se hará 
referencia a las posibles vías futuras y retos que permitirán esclarecer y definir el rumbo 
del arbitraje de inversiones en el Ecuador en consonancia con la Carta Magna y los nuevos 
postulados legislativos concebidos desde el período 2008 hasta la actualidad.  Esto 
permitirá aterrizar en el abanico de opciones existentes, en sintonía con las nuevas 
tendencias del derecho de las inversiones a nivel internacional aplicadas en la experiencia 
ecuatoriana, así como la viabilidad e importancia de continuar protegiendo a las 
inversiones extranjeras en los ordenamientos jurídicos internos de los países en 
desarrollo. 
 
Sin duda alguna, estamos ante una era de constante progreso legislativo en materia 
de inversiones, en el que el arbitraje como mecanismo de solución de controversias entre 
Estados, y Estado – inversionista, y las políticas estatales sobre inversión extranjera 
directa, han despertado un considerable interés por parte la región latinoamericana e 
inclusive europea, cuestión que en el futuro puede desembocar en la necesidad de una 
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El arbitraje internacional de inversiones, es una rama del Derecho de Inversiones 
que todavía no ha logrado una uniformidad a nivel mundial, debido a que cada Estado 
aplica las normas internas conforme a su modelo de políticas comerciales y de inversión, 
con lo cual se torna complejo consolidarlo y estandarizarlo bajo las reglas y la práctica 
internacional. 
 
A partir de esta aproximación, el arbitraje internacional de inversiones se torna 
relevante al ser una cuestión considerablemente novedosa y a su vez debatida, pues es en 
virtud de la presencia, cada vez mayor, de empresas en la sociedad internacional, que la 
solución de controversias, sobre todo entre un Estado y un inversionista de otro Estado se 
mantiene en constante desarrollo y evolución.  En Latinoamérica, se ha palpado un 
progresivo interés por este tipo de arbitraje, sobre todo en las últimas tres décadas, en las 
que el deseo de lograr atraer mayor inversión extranjera se ha ido incrementando.  Sin 
embargo, el panorama no se ha manifestado de manera uniforme en todos los Estados 
latinoamericanos, pues evidentemente, se juegan intereses sensibles en la política y 
economía de cada uno de ellos.   
 
En el caso del Ecuador, la legislación sobre el arbitraje internacional entre 
inversionista y Estado dio un giro importante en el 2008, pues con la aprobación de la 
nueva Constitución, se prohibió ceder jurisdicción soberana a instancias de arbitraje 
internacional en controversias entre el Estado y personas naturales o jurídicas privadas.  
Así, en cumplimiento de esta disposición, el Estado ecuatoriano denunció varios Tratados 
Bilaterales de Inversión que mantenía con otros países; y adicionalmente, denunció el 
Convenio del CIADI, excluyéndose de su vinculación, acciones han repercutido 
significativamente en el escenario actual, en el que la seguridad jurídica en materia de 
inversiones parece haber quedado en entredicho.  En este sentido, el trabajo consistirá en 
evaluar los retos que afronta el Ecuador, e intentar encontrar métodos viables que 
permitan un arbitraje de inversiones adecuado conforme los preceptos constitucionales, 
el derecho internacional, y la realidad jurídica del país, siendo éste justamente el objetivo, 
el intentar crear un insumo que contenga las líneas de acción posibles respecto del rumbo 
del arbitraje de inversiones en el Ecuador.   
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Para ello, la investigación se llevará a cabo a través de varias herramientas.  
Considerando que el arbitraje de inversiones es un tema exclusivamente jurídico, el 
análisis se basará en obras generales de interés, así como en estudios y estadísticas 
oficiales de los organismos internacionales competentes y recolección de datos de 
instituciones nacionales, así como también en la interpretación de las normas 
internacionales y nacionales relativas a inversión y arbitraje de inversiones.   























EL ARBITRAJE DE INVERSIONES EN EL MARCO JURÍDICO 
INTERNACIONAL E INTERNO 
 
1.1 El marco jurídico internacional sobre el arbitraje de inversiones 
 
El arbitraje es considerado como un método contencioso para la solución pacífica 
de controversias1.  Actualmente pueden recurrir a este mecanismo los Estados para 
controversias entre sí, particulares, o entre Estados y particulares.  Bajo este prisma se 
ubica el arbitraje de inversión como una parte importante del Derecho de las  inversiones.  
 
Se debe partir de la idea de que durante el desarrollo y promoción de la inversión2, 
los intereses presentes de los inversionistas y de los Estados receptores de la inversión 
tienen diferente cauce.  Por un lado, al inversionista le interesa generar ganancias, crear 
alianzas comerciales estratégicas, extender su mercado, y desarrollar todo tipo de 
beneficios empresariales; por otro, el Estado mira la inversión como un mecanismo eficaz 
para financiar el desarrollo a nivel económico y social.  Así, el Derecho Internacional de 
las Inversiones surge como protector internacional de la inversión y del inversionista 
frente a posibles acciones de los Estados receptores, con el fin de crear mayor seguridad 
jurídica para este tipo de operaciones.   
 
                                                          
1 Los métodos de solución de controversia internacionales son: los métodos políticos y diplomáticos 
(negociación, buenos oficios, mediación, investigación y conciliación); los métodos contenciosos (arbitraje 
y el sistema de solución de diferencias en el marco de la OMC); y, la solución de diferencias mediante 
organizaciones internacionales, véase GRAF REY M., “La solución pacífica de controversias en el Derecho 
Internacional”. En Arbitraje, Derecho Internacional económico y de las inversiones internacionales, 
Segunda parte, Biblioteca de Arbitraje del Estudio Mario Castillo Freyre, Palestra Editores S.A.C., Lima, 
2009, pp. 421-431. 
2 Existen dos tipos de inversión extranjera: la oficial y la no oficial.  La primera se centra en las 
transacciones de capital hechas por instituciones públicas, y la segunda, es realizada por empresas privadas 
o personas naturales.  La inversión extranjera no oficial a la vez se divide en inversión extranjera directa 
(IED) e inversión de cartera.  La IED “es la acción de colocar capital representado en diversas formas en 
un país diferente de aquel en donde se obtienen los beneficios de la aplicación de los recursos”, véase 
ARELLANO GARCÍA C., Derecho Internacional Privado, Tercera edición, Editorial Porrúa, México 
D.F., 1976, p. 487.  En el mismo sentido, la Secretaría de la OMC menciona que la IED tiene lugar “cuando 
un inversor radicado en un país (el país de origen) adquiere un activo en otro país (el país receptor) con la 
intención de administrar ese activo.  El elemento de administración es lo que diferencia la IED de una 
inversión de cartera en acciones, obligaciones y demás instrumentos financieros extranjeros”, véase en 
PRESS/57, Secretaría de la Organización Mundial de Comercio, Comercio e Inversión Extranjera Directa, 
9 de octubre de 1996, p. 6. Disponible en: 
https://www.wto.org/spanish/news_s/pres96_s/pr057_s.htm (última visita septiembre 26, 2016). 
11 
 
Particularmente, el arbitraje de inversión se posicionó dentro del arbitraje 
internacional, asumiendo su propia personalidad y diferenciándose de otro tipo de 
arbitrajes como el comercial.  En el siglo XIX no se conocía el arbitraje de inversión en 
virtud de que, en aquella época imperialista, las principales potencias invertían en sus 
propias colonias, por lo que sus controversias eran solucionadas a través del derecho de 
la metrópoli3, mediante reclamaciones diplomáticas de Estado a Estado, y de manera 
excepcional, mediante un arbitraje específico para las relaciones comerciales entre 
Estados o Estado y un particular, aunque más bien con tinte político, con Jefes de Estado 
de terceros países como árbitros.  
 
Este panorama proyectaba una inclinación hacia las jurisdicciones concertadas por 
las grandes potencias, y evidentemente una palpable imparcialidad entre las partes, en 
eventual perjuicio para los países emergentes.  América Latina, sobre todo, se convirtió 
en la parte sensible de esa relación comercial, y fue así como el diplomático y jurista 
argentino Carlos Calvo impuso la denominada doctrina Calvo, en virtud de la cual, no se 
aceptaba ningún tipo de reclamación diplomática sobre cuestiones privadas, ni tampoco 
instancias extranjeras para solucionar conflictos que broten de contratos celebrados por 
el Estado, sino únicamente el sometimiento a la jurisdicción local.  No obstante, dicho 
planteamiento tuvo desenlaces negativos para la economía latinoamericana, pues los 
inversionistas no arriesgaron sus capitales en esta región en temor a que sus inversiones 
puedan ser parcializadas a nivel local, causando perjuicios económicos considerables a 
los países en desarrollo.   
 
Es así como a nivel internacional, se vio la necesidad de crear otros mecanismos 
que permitan promover la inversión extranjera como herramienta necesaria para el 
desarrollo económico, y solucionar los conflictos provenientes de ella de forma neutral e 
imparcial.  Se podría decir que el indicio más importante del engranaje sobre la materia 
se produjo en 19594, con la suscripción de un tratado de protección de inversiones 
extranjeras entre Alemania y Pakistán, que contenía someramente disposiciones sobre 
comercio y navegación y fue un documento de referencia para futuros tratados de esta 
                                                          
3 DE TRAZEGNIES GRANDA, F., “Arbitrando la Inversión”.  En Arbitraje Comercial y Arbitraje de 
Inversión. En Instituto peruano de arbitraje, El Arbitraje en el Perú y en el mundo, Primera edición, 
Ediciones Magna, Perú, 2008, p. 784.  
4 El primer tratado comercial que vinculó esta materia fue el celebrado entre Estados Unidos y Francia 
en 1778.  
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naturaleza.  Poco tiempo después, en el año de 1965 se suscribió el Convenio de 
Washington que creó el Centro Internacional de Arreglos de Disputas de Inversiones 
(CIADI) bajo el auspicio del Banco Mundial, que puso a disposición de los Estados e 
inversionistas un nuevo instrumento para solucionar sus disputas con árbitros expertos 
internacionales, dotando de exclusividad al arbitraje de inversión5. 
 
En interacción con la creación del CIADI, los países europeos iniciaron con 
negociaciones tendientes a la firma de tratados bilaterales de inversión (TBIs).  
Posteriormente, en la década de los 80 e inicios de los 90 se produjo una masiva 
suscripción y ratificación de este tipo de acuerdos, encabezados, sobre todo, por Estados 
Unidos.  El objetivo de los TBIs6 se concentraba principalmente en proteger a los 
inversionistas e implementar políticas justas y equitativas para las partes, convirtiéndose 
así en el instrumento jurídico más común para la inversión extranjera, junto con los 
contratos de inversión.  
 
Bajo este panorama, el CIADI se ha configurado en la edificación que sostiene a 
los TBIs, toda vez que en estos acuerdos se plasma el compromiso de ceder potestades a 
instancias de arbitraje internacional, específicamente al CIADI en controversias surgidas 
entre el Estado y el inversionista privado.  Así, los TBIs7 contienen los estándares 
materiales sobre los mecanismos de arbitraje en caso de controversia, y el CIADI contiene 
el alcance y las normas concretas sobre la estructura procesal del arbitraje en dicha 
institución, como se explicará en el siguiente apartado.  
 
1.1.1 La creación del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas 
a Inversiones (CIADI)  
 
Como se indicó en líneas anteriores, el CIADI es una institución creada en el seno 
del Banco Mundial por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965, y entró en 
vigor el 14 de octubre de 1966 (o también llamado Convenio CIADI).  Su creación 
                                                          
5 https://icsid.worldbank.org/apps/ICSIDWEB/Pages/default.aspx  
6 Los estándares de trato mínimo a los inversionistas también han sido reconocidos en capítulos 
específicos de los TLC.  
7 Se debe mencionar que, los TBIs, al ser tratados internacionales, están sujetos a las normas de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969. 
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respondió a la intención de garantizar y dotar al inversor de mayor seguridad jurídica en 
cuanto a procedimientos de solución de controversias surgidas a partir de la propia 
inversión, y como una alternativa rápida y eficaz a los procedimientos clásicos8.  De esta 
manera, se trató de proporcionar un medio para que, sobre todo los inversores extranjeros, 
pudieran reclamar contra el Estado receptor de la inversión por eventuales daños 
causados.  
 
Siguiendo la evolución del Convenio CIADI, son varios los cambios que ha 
experimentado desde su creación hasta la actualidad.  En los años 80, el inversor tenía 
como opción recurrir a la protección diplomática del Estado de su nacionalidad o a lo 
determinado en Contratos Administrativos o de Estados que, en caso de controversia, 
conducían a arbitrajes de la Cámara de Comercio Internacional (CCI) u otra institución 
privada, internacional y comercial.  No obstante, la palpable globalización y el aumento 
de flujos de capital internacionales generaron un mayor interés de los países en desarrollo 
para atraer inversión extranjera, lo cual provocó la celebración de los TBIs, que en 
consonancia con la firma del Convenio CIADI, fue una oportunidad estupenda y alineada 
para dotar de una mejor tutela internacional a los derechos de los inversionistas 
extranjeros frente a los Estados.    
 
A partir de ello, el CIADI se convirtió en una institución compleja bastante 
censurada.  En primer lugar, el mecanismo que ofrecía, tardó tiempo en ser utilizado por 
temor y desconfianza9; en segundo lugar, su utilización en principio fue mínima por 
cautela en relación con el recurso de anulación que era posible en el CIADI mediante la 
jurisprudencia10; y por último, sus críticas defendían el principio de soberanía estatal, 
sobre todo por parte de los países en desarrollo.   Bajo esta perspectiva, en el año 1997 
                                                          
8 Los procedimientos generalmente utilizados en caso de disputa relativa a la inversión son: la 
protección diplomática y el arbitraje internacional, siendo éste el más empleado en la práctica.  El arbitraje 
internacional a su vez se divide en dos tipos de procedimiento: el Arbitraje ad-hoc, conforme las Reglas de 
Arbitraje de la CNUDMI (UNCITRAL por sus siglas en inglés), y el Arbitraje institucional dividido en dos 
modalidades arbitrales, a) La Cámara de Comercio Internacional de París; y, b) El CIADI. Véase 
GONZALO QUIROGA M., “El sistema arbitral de solución de controversias del CIADI”. En 
COLLANTES GONZÁLEZ J., Dir., Arbitraje. Derecho Internacional económico y de las inversiones 
internacionales, Segunda parte, Volumen 10, Biblioteca de Arbitraje del Estudio Mario Castillo Freyre, 
Palestra Editores, Lima, 2009, p. 436. 
9 Su deseo era ser observadores de la experiencia de los otros antes de utilizar este mecanismo.  
10 Los casos que facilitaron la utilización del recurso de anulación son Klokcner c. Camerún (asunto 
CIADI No. ARB/81/2) y Amco c. Indonesia (asunto CIADI No. ARB/81/1).  
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únicamente fueron 48 casos los que fueron sometidos a este mecanismo, distribuidos en 
3 procedimientos de conciliación y el resto a arbitraje.11 
 
A pesar de este complejo escenario, el CIADI ha logrado un progreso considerable 
en los últimos años reflejado en varios factores.  Los más importantes son el número cada 
vez creciente de Estados que han ratificado el Convenio y forman parte del Centro; de 
hecho, actualmente son 161 Estados contratantes y signatarios del Convenio12; por otro 
lado, el incremento de la celebración de los TBIs, y la inclusión de disposiciones 
específicas de arbitraje ante el CIADI en tratados multilaterales13.  Así, la postura de 
rechazo hacia el CIADI se ha ido flexibilizando, logrando una mayor aceptación inclusive 
de países sudamericanos, quienes poco a poco se han adherido a este Convenio, todos 
apostando por un mecanismo adecuado e imparcial para resolver las controversias en 
materia de inversiones.  
 
El CIADI se compone básicamente de cinco instrumentos legales que conforman la 
normativa básica de esta institución.  Estos son: a) El Convenio de Washington o 
Convenio CIADI; b) El Reglamento Administrativo y Financiero; c) Las Reglas de 
Inicialización o Reglas Procesales Aplicables a la Iniciación de Procedimientos de 
Conciliación y Arbitraje; d) Las Reglas de Arbitraje o Reglas Procesales Aplicables a los 
Procedimientos de Arbitraje; y e) Las Reglas de Conciliación o Reglas Procesales 
Aplicables a los Procedimientos de Conciliación14.   
 
Adicionalmente, las características propias de este mecanismo se enfocan en tres 
ejes.  El primero es la voluntariedad, pues el CIADI no obliga a los Estados e 
inversionistas a someter sus controversias exclusivamente a este mecanismo; todo lo 
contrario, las disputas son sometidas bajo este sistema únicamente cuando existe acuerdo 
                                                          
11 FERNÁNDEZ MASÍA, E., Arbitraje en inversiones extranjeras: el procedimiento arbitral en el 
CIADI, Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, p. 29. 
12 Documento CIADI/3. Lista actualizada a 12 de abril de 2016.  Disponible en: 
https://icsid.worldbank.org/apps/ICSIDWEB/icsiddocs/Documents/Lista%20de%20Estados%20Contrata
ntes%20y%20Signatarios%20del%20Convenio-%20Latest.pdf (última visita 28 de septiembre de 2016).  
13 Entre estos: el TLCAN, EL Tratado de la Carta de la Energía, el Acuerdo de Libre Comercio de 
Cartagena entre México, Colombia y Venezuela, el Protocolo de Colonia para la Promoción y Protección 
recíproca de Inversiones del MERCOSUR, y el Tratado de Libre Comercio Centroamérica-Estados Unidos-
República Dominicana.  
14 El CIADI prevé dos tipos de mecanismos, la conciliación y el arbitraje, éste último el más utilizado 
en la mayoría de casos. 
15 
 
voluntario entre dichas partes15.  El segundo eje es la flexibilización del sistema que deja 
un espacio de autonomía de la voluntad de las partes para desarrollar el procedimiento 
arbitral como ellas consideren adecuado16.  Finalmente, la eficacia del sistema, pues está 
dirigido exclusivamente a suplir a los tribunales nacionales y a resolver las controversias 
de forma especializada y ágil, con un laudo de cumplimiento obligatorio para las partes.  
 
Por último, sin extender demasiado la explicación del complejo funcionamiento del 
CIADI, es importante citar los pasos habituales del procedimiento arbitral ante esta 
institución.  El arbitraje se inicia con la presentación de una solicitud ante la Secretaría 
General del CIADI, en la cual se deben señalar las cuestiones de hecho y de derecho que 
correspondan17, solicitud que deberá ser registrada.  Una vez cumplido este requisito, se 
constituye el tribunal de arbitraje, quien deberá celebrar una primera sesión en la que 
abordará cuestiones procesales preliminares18.  Posteriormente, el procedimiento prevé 
generalmente dos etapas; una de actuaciones escritas, y otra de actuaciones orales, 
después de las cuales, una vez presentados los alegatos de las partes, el tribunal debate y 
resuelve a través de un laudo vinculante19.  Finalmente, considerando que al laudo no 
cabe interponer recurso de apelación, las partes pueden optar por solicitar una decisión 
suplementaria o rectificación del laudo, así como también recursos de anulación, 
aclaración o revisión debidamente justificados20.  
 
Así, no cabe duda entonces de que el CIADI fue constituido a primera vista como 
un foro neutral donde se puedan resolver las disputas entre las partes en cuestión, 
respondiendo a intereses tanto de los particulares como de los Estados.  Sin embargo, con 
el transcurso del tiempo, este objetivo se ha ido tergiversando sobre todo por parte de 
algunos Estados, con el argumento de que acudir a este sistema conlleva el riesgo de 
favorecer a las empresas inversoras, tal y como veremos en los siguientes capítulos.  Al 
                                                          
15 El artículo 25.1 del Convenio CIADI señala textualmente que: “La jurisdicción del Centro se 
extenderá a las diferencias de naturaleza jurídica que surjan directamente de una inversión entre un Estado 
Contratante (o cualquiera subdivisión política u organismo público de un Estado Contratante acreditados 
ante el Centro por dicho Estado) y el nacional de otro Estado Contratante y que las partes hayan 
consentido por escrito en someter al Centro”. (resaltado fuera de texto).  
16 Por ejemplo, flexibilidad en cuanto al nombramiento del tribunal arbitral y miembros, lugar del 
arbitraje, idioma, plazos para presentación de escritos, entre otros.  
17 Artículo 36 del Convenio CIADI,  
18 Artículo 37 ibídem.  El Tribunal debe constituirse en 90 días y la primera sesión se celebra 
normalmente dentro de los 60 días posteriores a la constitución.  
19 Arts. 48 y 49 ibídem.  
20 Arts. 50 – 52 ibídem.  
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30 de junio de 2016, el CIADI registró 570 casos bajo el Convenio y bajo el Reglamento 
del Mecanismo Complementario21.  El 2015 ha sido el año en el que más casos se 
registraron (52), seguido por el año 2012 (50)22. 
 
1.1.2 La suscripción de los Tratados Bilaterales de Inversiones (TBIs) 
 
La celebración de los TBIs ha sido el principal aliado para la supervivencia del 
CIADI.  Suscritos como respuesta a la carencia de protección de las inversiones 
nacionales en el extranjero, los TBIs se convirtieron en el principal instrumento 
internacional para promover, proteger y liberalizar las inversiones extranjeras, apogeo 
que tuvo lugar después de la desmembración de la Unión Soviética con sus repercusiones 
en Europa, y la superación de la Doctrina Calvo en América Latina23.  En tal sentido, los 
TBIs actúan como un seguro normativo para los inversores extranjeros, estableciendo 
estándares de protección que de incumplirlos, genera una considerable responsabilidad 
internacional, además de que permiten ejercitar los reclamos ante un tribunal arbitral de 
carácter neutral.   
 
Estados Unidos fue el líder de esta iniciativa.  En la década de los 70 del siglo XX, 
los norteamericanos empezaron a labrar una estructura de TBIs, cuya práctica supuso una 
inclinación y consolidación de un modelo norteamericano de estos tratados, sin dejar de 
lado al modelo europeo que también fue muy influyente24.  No obstante, el esqueleto de 
                                                          
21 El mecanismo complementario es utilizado en aquellas controversias en las que un Estado no es 
miembro del CIADI o cuando en la controversia no se resuelve un caso de inversión.  
22 ICSID, Carga de Casos del CIADI – Estadísticas (Edición 2016-2) p. 7.  El análisis refleja resultados 
hasta el 30 de junio de 2016.  Disponible en: 
https://icsid.worldbank.org/apps/ICSIDWEB/resources/Documents/ICSID%20Web%20Stats%20201
6-2%20(Spanish)%20Sept%2020%20-%20corrected.pdf (última visita 17 de octubre de 2016).  
23 El desarrollo del marco normativo de las inversiones también se vio impulsado por los pobres 
resultados alcanzados en las negociaciones multilaterales, en particular, del Proyecto del Acuerdo 
Multilateral de Inversiones elaborado por la OCDE en 1955.  Véase CRESPO HERNÁNDEZ A., El 
Acuerdo Multilateral de Inversiones ¿Una crisis de un modelo de globalización?, Fundación Centro de 
Estudios Comerciales, Madrid, 2000.  
24 La diferencia entre el modelo europeo y el norteamericano radica principalmente en la admisión de 
las inversiones extranjeras.  Mientras el primero condiciona la admisión de la inversión extranjera a la 
legislación del Estado receptor, el modelo norteamericano condiciona esta admisión al tratamiento de 
inversiones extranjeras establecido en el TBI con ciertos límites que puede contener.  Además, el modelo 
norteamericano acentúa la protección de sus inversores nacionales.  Véase GARRIGA SUAU G., “Los 




todos estos instrumentos internacionales responde a un mismo modelo y a un mismo 
objetivo, aunque los matices pueden variar de acuerdo a los intereses de las partes.   
 
En líneas generales, la estructura de los TBIs contiene las siguientes disposiciones: 
preámbulo; ámbito de aplicación; definiciones; promoción y admisión; protección; 
tratamiento; nacionalización y expropiación; compensación por pérdidas; transferencia; 
condiciones más favorables; principio de subrogación; controversias de interpretación del 
Convenio entre las Partes Contratantes; controversias entre una Parte Contratante e 
Inversionistas de la otra Parte Contratante; y, entrada en vigor, prórroga y denuncia25.  
 
Las cláusulas relativas a solución de controversias26, específicamente la que tiene 
que ver con las controversias entre el Estado y el inversionista o también llamadas mixtas, 
recobran especial importancia en esta investigación, pues es el punto de coyuntura para 
el arreglo de diferencias a través del mecanismo del CIADI.  Para este tipo de diferencias, 
los TBIs conducen siempre a un arbitraje internacional como el principal mecanismo de 
solución, siendo el que encabeza el arbitraje institucional ofrecido por el CIADI, seguido 
en menor medida, por el arbitraje ad-hoc bajo las reglas de la Comisión de las Naciones 
Unidas para el Derecho mercantil internacional (CNUDMI o UNICTRAL por sus siglas 
en inglés); el suministrado por la Corte Internacional de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio Internacional (CCI); y finalmente, por el arbitraje ofrecido por el Tribunal 
Arbitral de la Cámara de Comercio de Estocolmo27. 
 
Independientemente de los mecanismos, merece destacar el principio de 
voluntariedad que contiene cualquier TBI para someterse a ellos, tanto por el inversor, 
como por el Estado receptor.  Si el arbitraje contemplado en el TBI remite al 
procedimiento ante el CIADI, que en la práctica es lo más común, además de la voluntad 
de las partes se necesita el cumplimiento de las condiciones establecidas en el Convenio 
                                                          
25 Cláusulas obtenidas del Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones entre el 
Reino de España y la República del Ecuador, suscrito el 26 de junio de 1996. Disponible en: 
http://www.sice.oas.org/ctyindex/ECU/ECUBITs_s.asp (última visita 29 de septiembre de 2016).  
26 El mecanismo seguido para el arreglo de controversias entre Estados es bastante uniforme.  Los 
Estados primero intentan solucionar a través de la vía diplomática o mediante relación amistosa entre sus 
gobiernos durante el plazo determinado en el TBI, de no resultar eficaz, deben acudir a la vía arbitral, 
generalmente de carácter ad-hoc, regulada en el propio TBI.  
27 Los TBIs pueden contemplar la posibilidad de dirigirse a los órganos jurisdiccionales, si las partes así 
lo prefieren, manteniendo así la regla tradicional.  Por ejemplo, se pueden encontrar disposiciones de este 
tipo en TBIs España – Cuba, España – Perú, España – Guatemala.  
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de Washington, pues el TBI contiene únicamente la base jurídica en la que se plasma el 
acuerdo entre ambas partes de direccionar sus controversias al CIADI.  Entre las 
condiciones más importantes del Convenio se debe mencionar a un requisito objetivo y a 
un subjetivo.  El objetivo consiste en que el CIADI solo ejerce jurisdicción sobre 
controversias de naturaleza jurídica entre el inversor extranjero y el Estado receptor; el 
subjetivo, señala que, para este procedimiento, las partes deben estar vinculadas al 
Convenio de Washington28. 
 
En definitiva, los TBIs se constituyen en convenios de cooperación económica 
basado en el fomento recíproco de las inversiones, que necesariamente deben contemplar 
todo tipo de riesgo, político y económico, para lo cual se establecen derechos y 
obligaciones.  Sin embargo, a pesar del éxito obtenido, los TBIs han sido también objeto 
de varias críticas, sobre todo, respecto de la reciprocidad.  Se cuestiona el hecho de que 
el Estado receptor adquiere la mayoría de las obligaciones del tratado, y en muchos casos, 
este Estado resulta ser un país en desarrollo que si bien es cierto, obtendría de la inversión, 
compensaciones sociales y económicas; argumento interesante y bastante debatible que 
se abordará en el caso del Ecuador.  Actualmente, a nivel mundial existen 2957 TBIs, de 
los cuales 2322 se encuentran en vigor, cifras que demuestran la importancia de regular 
y proteger a las inversiones extranjeras29.  
 
1.2 El desarrollo del arbitraje de inversiones en América Latina 
 
El arbitraje de inversiones, hoy en día, cuenta con una creciente implantación y un 
particular tratamiento en Latinoamérica.  Las últimas tres décadas han estado marcadas 
por un destacado interés por el arbitraje comercial internacional por parte de estos países, 
sobre todo debido a la atracción de inversión extranjera como condición imperativa para 
el desarrollo económico, y sin olvidar la progresiva liberalización del comercio a nivel 
internacional.  No obstante, en esta región, el panorama relativo al arbitraje de inversiones 
no se ha manifestado de forma homogénea ni mucho  menos sosegada.   
 
                                                          
28 No obstante, como se mencionó anteriormente, el CIADI permite dirimir controversias sin que las 
partes estén vinculadas al Convenio de Washington o cuando la controversia no se incluya ratione materiae 
dentro del ámbito de aplicación, a través del Mecanismo Complementario del CIADI.  
29 El catálogo de TBIs se puede consultar en el sitio web de la UNCTAD: 
http://investmentpolicyhub.unctad.org/IIA (última visita el 30 de septiembre de 2016). 
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Varias han sido las instituciones que motivaron a la consolidación de una cultura 
arbitral en América Latina30.  En primer lugar, la influencia del Fondo Multilateral de 
Inversiones, del Banco Interamericano de Desarrollo (BID-FOMIN)31; las reglas de 
procedimiento de la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial (CIAC)32; la labor 
de la Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI)33; el interés de la CCI por el 
desarrollo de arbitrajes en la región; los diferentes centros de arbitraje y Cámaras de 
Comercio en la mayor parte de los países latinoamericanos; y, el desarrollo alcanzado por 
la Red de Métodos Alternativos de Resolución de Controversias (RED ADR)34. 
 
Estas entidades, han impulsado la renovación de confianza en el arbitraje, y 
específicamente en el arbitraje de inversiones, superando poco a poco, aunque no del 
todo, la famosa doctrina Calvo que antiguamente se impuso en esta región.  Así, este 
método ha ido ganando protagonismo principalmente por la actualización e 
internacionalización normativa de los ordenamientos jurídicos en consonancia con la Ley 
Modelo de la CNUDMI de 1985, como máximo exponente referencial.  
 
En cuanto a los principales instrumentos en los que se plasma la voluntad de los 
países Latinoamericanos para impulsar el método del arbitraje de inversiones para la 
solución de controversias, se deben mencionar, por supuesto, a los TBIs y al Convenio 
CIADI.  En cuanto a los TBIs, cabe destacar que, en la década de los 90, la celebración 
de estos ya no se daba únicamente entre un país desarrollado y otro en desarrollo, como 
generalmente era la iniciativa, sino que los países latinoamericanos empezaron a suscribir 
TBIs entre ellos, sin importar, muchas veces, las economías en transición.  En 
concordancia con ello, varios países Latinoamericanos se adhirieron al Convenio CIADI 
o Convenio de Washington35, y era a través de los TBIs que consideraban al arbitraje 
                                                          
30 Véase PALAO MORENO G., “Líneas generales del arbitraje comercial internacional en las últimas 
reformas normativas en Latinoamérica”.  En ZAPATA A., BARONA S., ESPLUGUES C., Dir., El 
arbitraje interno e internacional en Latinoamérica. Regulación presente y tendencias de futuro, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá 2010.   
31 Gracias a la financiación otorgada a países latinoamericanos, hizo posible que varios países actualicen 
su normativa de arbitraje y creen centros de arbitraje, como por ejemplo, Bolivia, Chile, Guatemala, Perú, 
entre otros.  
32 Sus normas procedimentales se inspiraron en el reglamento de Arbitraje de la CNUDMI, llegando a 
ser un gran referente para los países latinoamericanos.  
33 Se encargó de crear confianza para el desarrollo del arbitraje comercial internacional.  
34 Ha servido como método de intercambio de información entre los diferentes centros de arbitraje.  
35 Actualmente son signatarios del CIADI: Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, República 
Dominicana, El Salvador, Guatemala, Guyana, Haití, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
Uruguay.  Disponible en: 
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ofrecido por el CIADI como una alternativa totalmente viable.  Por otro lado, es 
importante advertir que esta región ha suscrito varios Tratados de Libre Comercio (TLC) 
dentro de los cuales ha sido tendencia incluir capítulos específicos relativos a inversiones, 
cuestión que ratifica una vez más, la envergadura actual que posee la solución de 
controversias de inversiones para los países en desarrollo.  
 
Queda claro entonces, que la creciente integración mundial de la economía y la 
liberalización del comercio, hicieron posible que la América Latina diera un giro 
importante en las normas de tratamiento en las relaciones entre estos Estados y los 
inversores extranjeros, dejando atrás a la clásica doctrina Calvo.  Sin embargo, se debe 
decir que actualmente se visualiza un panorama perplejo, un nuevo cambio de inclinación 
de algunos países de la región latinoamericana, que parecerían tener la iniciativa de 
reactivar lo predicado por la doctrina Calvo.  Esto se puede corroborar con la reciente 
denuncia del Convenio de Washington por parte de países como Bolivia, Ecuador y 
Venezuela y la terminación de algunos TBIs por parte del Ecuador, hechos que plantean 
nuevos cuestionamientos y orientaciones del régimen internacional de inversiones y el 
arbitraje como método de solución de controversias.  
 
1.3 La regulación nacional del arbitraje de inversiones en el Ecuador 
 
El desarrollo de la legislación nacional del arbitraje como un mecanismo alternativo 
para la solución de controversias no ha sido una tarea fácil para el Ecuador.  Se puede 
decir que, durante este proceso han incidido diversos factores externos e internos y una 
variedad de actores, razones por las cuales seguramente no se ha logrado consolidar una 
verdadera cultura arbitral en el país.  
 
Los primeros vestigios del arbitraje en el Ecuador se plasmaron en la legislación 
procesal civil de1917 que dedicó un capítulo al Juicio por Arbitraje, así como también en 
las sucesivas reformas y codificaciones hasta los años 8036.  En el año de 1963 se publicó 
                                                          
https://icsid.worldbank.org/apps/ICSIDWEB/about/Pages/Database-of-Member-
States.aspx?ViewMembership=All (última visita, 10 de noviembre de 2016). 
36 El Código de Enjuiciamiento Civil de 1917 fue objeto de varias reformas en 1953, 1960 y 1982 y 
hasta éste último se incluyeron normas relativas al Juicio por Arbitraje.  
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la primera Ley de Arbitraje Comercial con su Reglamento de aplicación37 que regulaba 
controversias únicamente de carácter mercantil.  Posteriormente, en el año de 1997 se 
expidió la Ley de Arbitraje y Mediación (en adelante LAM), reformada en el 2006 y en 
el 2015 a través del nuevo Código Orgánico General de Procesos (COGEP)38, la cual se 
encuentra vigente hasta la actualidad.   
 
Paralelamente, el Ecuador reconoció al arbitraje -no vinculado a conflictos 
laborales colectivos- por vía constitucional en 1995, texto que se mantuvo sin 
modificaciones hasta la Constitución Política de 1998.  En el 2008, el Ecuador expidió 
una nueva Constitución, la Constitución de la República del Ecuador39, actualmente 
vigente, la cual prolongó el reconocimiento del arbitraje como mecanismo de solución de 
diferencias y se añadieron otras normas de enorme importancia para el funcionamiento 
del arbitraje, sobre todo de carácter comercial internacional.  Así, a partir de esta fecha, 
la política nacional se encaminó a compatibilizar las normas con las exigencias 
constitucionales, y se definió la actividad estatal como un elemento de apoyo primordial 
para un nuevo orden económico, social, político e inclusive ecológico y cultural, en los 
cuales el arbitraje, sobre todo el de inversiones, jugó un papel preponderante.   
 
Por otro lado, es importante citar al Código Orgánico de la Producción, Comercio 
e Inversiones (COPCI)40, el cual contempla la posibilidad de celebrar contratos de 
inversión por iniciativa de cualquier inversionista extranjero e incluye el pacto de 
cláusulas arbitrales para resolver las controversias que se presentaren entre el Estado y el 
inversionista, contemplando el arbitraje nacional o internacional de conformidad con los 
tratados vigentes, de los que el Ecuador forma parte41.  Ésta norma surgió como una 
opción de seguridad jurídica para los inversionistas extranjeros, y para fomentar 
proyectos de inversión en áreas priorizadas de la economía.   
 
                                                          
37 Registro Oficial No. 90, de 28 de octubre de 1963. 
38 Las principales reformas originadas en el COGEP se refieren a los laudos arbitrales expedidos en el 
extranjero, efectos, homologación, y efectos probatorios (Arts. 102-106), el laudo arbitral y el laudo arbitral 
expedido en el extranjero como títulos de ejecución (Art. 363); y, cambio de “Federación de Cámaras de 
Comercio del Ecuador”, por “El Consejo de la Judicatura” (Disposición 16ª). 
39 Publicada en el Registro Oficial No. 449, de 20 de octubre de 2008.  
40 Publicado mediante Registro Oficial No. 351, de 29 de diciembre de 2010.  
41 Artículo 27, COPCI.  
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Respecto de los tratados vigentes relativos a arbitraje, se debe señalar que el 
Ecuador ha suscrito varios convenios de origen internacional que lo vinculan.  En primer 
lugar, la Convención de Nueva York para el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias 
Arbitrales Extranjeras (Convención de Nueva York) suscrita por el país en 1958 y 
vinculante desde 1962; después siguieron otras como la Convención Interamericana de 
Arbitraje, aprobada en 1975 en el seno de la Organización de Estados Americanos (OEA) 
y ratificada por el Ecuador en 1991 (llamada también Convención de Panamá); la 
Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos 
Arbitrales Extranjeros (Convención de Montevideo) ratificada en 1982.  Asimismo, el 
Ecuador se adhirió al Convenio de Washington o Convenio CIADI en 198642 e ingresó 
al Organismo Mundial de Garantía de Inversiones (MIGA por sus siglas en inglés) en ese 
mismo año, el cual contemplaba el arbitraje como sistema de solución de diferencias con 
el Estado receptor de la inversión.  Finalmente, es de destacar la suscripción por parte del 
Ecuador, de varios TBIs, que permitían resolver las controversias suscitadas entre el 
inversor y el Estado receptor, mediante un arbitraje internacional que generalmente 
remitía al CIADI43.  
 
No obstante, existen dos hechos fundamentales que hicieron que la normativa 
ecuatoriana dé un giro radical en cuanto al arbitraje internacional.  El primero fue la 
denuncia del Convenio CIADI en el año 2008; y el segundo, la denuncia de alrededor de 
25 TBIs suscritos con otros países, temas a los que me referiré en el segundo capítulo de 
esta investigación.  
 
A continuación, me centraré en las principales y controvertidas normas relativas al 
arbitraje en la legislación ecuatoriana, y su alcance para el arbitraje de inversiones.  Así, 
se podrá empezar a vislumbrar el panorama actual del Ecuador en esta materia.  
 
                                                          
42 El Ecuador aprobó el Convenio de Washington que lo vinculaba al CIADI mediante Resolución 
Legislativa No. R-22-053, de 7 de febrero de 2001, ratificada por el Presidente de la República a través del 
Decreto Ejecutivo No. 1417-B, publicado en Registro Oficial No. 309, de 19 de abril de 2001.  
43 En cuanto al ámbito regional también es importante aludir a los acuerdos en el marco del 
MERCOSUR: el Protocolo de las Leñas de 1992; el Protocolo de Buenos Aires de 1994; y, los Acuerdos 
sobre Arbitraje Comercial Internacional del MERCOSUR.  
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1.3.1 La Constitución y el Arbitraje 
 
La nueva Constitución del Ecuador de 2008, redactada por la Asamblea Nacional y 
aprobada por votación popular, revela un modelo económico, orientado a la realización 
del buen vivir y al desarrollo del país.  Entre uno de los objetivos primordiales se 
encuentra el fortalecer la inversión productiva nacional, con el lema de que la inversión 
extranjera directa será siempre complementaria a la nacional.  Ello conlleva a una primera 
conclusión, de que la inversión extranjera debe necesariamente acoplarse al nuevo marco 
jurídico de incentivo a la producción e inversión nacional, conforme las disposiciones 
constitucionales y en línea con el Plan Nacional de Desarrollo, actualmente Plan Nacional 
del Buen Vivir, que incluye como principales objetivos relacionados, el consolidar el 
sistema económico social y solidario, de forma sostenible, e impulsar la transformación 
de la matriz productiva44.  
 
Ahora, respecto del arbitraje, éste se encuentra textualmente reconocido en este 
cuerpo legal.  En primer lugar, se debe citar al artículo 97, que reconoce el derecho de las 
organizaciones de desarrollar formas alternativas de mediación y solución de conflictos, 
en los casos permitidos por la ley.  De forma más específica, el artículo 190 establece 
como medio alternativo de solución de conflictos, al arbitraje, la mediación y otros 
procedimientos alternativos45.  Es aquí en donde el arbitraje se encuentra cabalmente 
reconocido como uno de los métodos de solución de conflictos, en consonancia con la 
LAM.   
 
No obstante, la Constitución también ha planteado un cambio en las reglas de juego 
del arbitraje, en los que el CIADI y los TBIs han resultado seriamente cuestionados.  El 
artículo 422 limita a los tipos de arbitraje estableciendo que no se pueden celebrar tratados 
o instrumentos internacionales46 en los que el Estado ceda jurisdicción soberana a 
                                                          
44 El Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017 es el tercer plan a escala nacional.  Contiene 12 objetivos 
y plantea cinco tipo de “Revoluciones”: la equidad, el desarrollo integral, la Revolución Urbana, la 
Revolución Cultural, la Revolución Agraria y la Revolución del Conocimiento.  Disponible en: 
http://www.buenvivir.gob.ec/versiones-plan-nacional (última visita, 5 de octubre de 2016).  
45 Art. 190: “Se reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la solución 
de conflictos.  Estos procedimientos se aplicarán con sujeción a la ley, en materias en las que por su 
naturaleza se pueda transigir.  En la contratación pública procederá el arbitraje en derecho, previo 
pronunciamiento favorable de la Procuraduría General del Estado, conforme a las condiciones 
establecidas en la ley”.  
46 Los tratados internacionales están por debajo de la Constitución, conforme el art. 425.  
24 
 
instancias de arbitraje internacional, para el caso de controversias contractuales o de 
carácter comercial, entre el Estado y personas naturales o jurídicas privadas.  Sin 
embargo, este mismo artículo exceptúa de esta norma, los tratados e instrumentos 
internacionales que constituyan la solución de controversias entre Estados y ciudadanos 
en Latinoamérica por instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de 
designación de los países signatarios; en este caso, no pueden intervenir jueces de los 
Estados que como tales o sus nacionales sean parte de la controversia.  Posteriormente el 
texto hace referencia al caso de controversias relacionadas con la deuda externa, 
estableciendo que el Estado tiene que promover soluciones arbitrales en función del 
origen de la deuda, sujetándose a los principios de transparencia, equidad y justicia 
internacional47.   
 
La lectura de esta nueva disposición resulta en principio algo confusa, pero se puede 
resumir en las siguientes consideraciones.  De la primera parte, se puede deducir 
claramente que la prohibición de ceder jurisdicción a instancias internacionales de 
arbitraje, se dirige a controversias (contractuales o comerciales) entre Estado – personas 
privadas.  La segunda idea contemplada en el artículo parecería aludir a un sistema de 
arbitraje regional actualmente inexistente, en el que participarían únicamente ciudadanos 
Latinoamericanos.  De ello, se debe apreciar una innegable voluntad de los legisladores, 
de resguardar al Ecuador de los arbitrajes internacionales, direccionando de forma clara 
al arbitraje de inversión contemplado en el CIADI48.  De hecho, es a partir de esta reforma 
constitucional, que el actual presidente Rafael Correa Delgado, dio luz verde para 
denunciar al Convenio CIADI por contravenir la disposición constitucional 422.   
 
 
                                                          
47 Art. 422: “No se podrá celebrar tratados o instrumentos internacionales en los que el Estado 
ecuatoriano ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje internacional, en controversias 
contractuales o de índole comercial, entre el Estado y personas naturales o jurídicas privadas.  Se 
exceptúan los tratados e instrumentos internacionales que establezcan la solución de controversias entre 
Estados y ciudadanos en Latinoamérica por instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales 
de designación de los países signatarios. No podrán intervenir jueces de los Estados que como tales o sus 
nacionales sean parte de la controversia.  En el caso de controversias relacionadas con la deuda externa, 
el Estado ecuatoriano promoverá soluciones arbitrales en función del origen de la deuda y con sujeción a 
los principios de transparencia, equidad y justicia internacional”.  
48 Pues en cuanto a arbitraje por controversias contractuales, es bastante limitado actualmente. 
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1.3.2 La Ley de Arbitraje y Mediación 
 
La Ley de Arbitraje y Mediación ecuatoriana (LAM) constituye otra piedra angular 
-además de la Constitución- en la legislación, en donde se reconoce el arbitraje; no 
obstante es realmente insuficiente en cuanto al arbitraje de inversiones.  El artículo 1 de 
la LAM reconoce al arbitraje como un mecanismo alternativo de solución de conflictos 
en concordancia con la Constitución, estableciendo dos tipos de arbitraje, uno 
administrado o independiente, y otro en equidad o derecho.  
 
Esta norma, faculta a que las partes puedan negociar e incluir una cláusula arbitral 
en la suscripción de un contrato, a través de la cual, dichas partes pueden someter sus 
diferencias ante un procedimiento arbitral administrado por centros especializados 
operados en el Ecuador o fuera del país.  Esto quiere decir, que la LAM establece la 
posibilidad de que un arbitraje pueda tener el carácter de internacional, siempre y cuando 
las partes así hayan determinado.  El artículo 41 dispone textualmente lo siguiente: 
 
“Sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales un arbitraje podrá 
ser internacional cuando las partes así lo hubieren pactado, siempre y cuando se 
cumplan los siguientes requisitos: a) Que las partes al momento de la celebración 
del convenio arbitral, tengan sus domicilios en estados diferentes; b) Cuando el 
lugar de cumplimiento de una parte sustancial de las obligaciones o el lugar en el 
cual el objeto del litigio tenga una relación más estrecha, esté situado fuera del 
estado en que, por lo menos una de las partes tiene su domicilio; o, c) Cuando el 
objeto del litigio se refiera a una operación de comercio internacional que sea 
susceptible de transacción y que no afecte o lesione los intereses nacionales o de 
la colectividad”.  
 
No obstante, además de este texto, la LAM no ofrece una regulación o prototipo a 
seguir para un arbitraje internacional.  De hecho, la LAM se ha encargado de ratificar que 
el arbitraje internacional debe ser regulado por los tratados internacionales celebrados por 
el Ecuador.  Así lo señala el artículo 42: 
 
“El arbitraje internacional quedará regulado por los tratados, convenciones, 
protocolos y demás actos de derecho internacional suscritos y ratificados por el Ecuador.  
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Toda persona natural o jurídica, pública o privada, sin restricción alguna es libre de 
estipular directamente o mediante referencia a un reglamento de arbitraje todo lo 
concerniente al procedimiento arbitral, incluyendo la constitución, la tramitación, el 
idioma, la legislación aplicable, la jurisdicción y la sede del tribunal, la cual podrá estar 
en el Ecuador o en el país extranjero (…)”.   
 
De ello, se desprende claramente que el arbitraje de inversiones se debe necesaria 
y obligatoriamente regir por lo previsto en los tratados internacionales que el Ecuador 
tenga vigentes.  Es en éstos en donde el Ecuador ha dado su consentimiento para 
someterse a un arbitraje internacional por controversias que surjan del tratado en materia 
de inversiones.  Por tanto, la Constitución y la LAM son instrumentos que reconocen al 
arbitraje a nivel nacional o internacional; sin embargo, únicamente han consolidado las 
disposiciones base para el sometimiento a este tipo de mecanismo, siendo en este caso, 
los tratados internacionales y las instituciones de arbitraje a las que se recurre las que 
deben determinar el procedimiento arbitral. 
 
En el caso ecuatoriano, el arbitraje de inversiones se ha convertido en un tema muy 
polemizado, sobre todo desde la reforma a la Constitución, en el sentido de prohibir la 
celebración de tratados internacionales en los que el Estado ceda jurisdicción a instancias 
de arbitraje internacional en controversias entre persona privada inversionista - Estado, 
atacando directamente al arbitraje de inversiones, procedimiento en el que se cumplen 
tales condiciones.   
 
CAPÍTULO II 
LA REESTRUCTURACIÓN DE LA NORMATIVA ECUATORIANA SOBRE 
EL ARBITRAJE DE INVERSIONES 
 
2.1. El Ecuador y el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a 
Inversiones (CIADI) 
 
Desde la creación del CIADI en el año de 1966, numerosos han sido los países que 
se han adherido a esta institución bajo las disposiciones del Convenio de Washington.  
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Éste, en su art. 67 deja abierto a la firma de los Estados miembros del Banco Mundial y 
de cualquier otro Estado signatario del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia (CIJ), 
que el Consejo Administrativo, mediante el voto de dos tercios de sus miembros le 
hubiere invitado a la firma de dicho instrumento.  Adicionalmente, el Convenio prevé una 
medida obligatoria de ratificación para que éste pueda entrar en vigor.  El art. 68 dispone 
que este acuerdo debe ser ratificado, aceptado o aprobado por los Estados signatarios 
conforme sus normas constitucionales, estableciendo el plazo de 30 días para su entrada 
en vigor y el art. 69 obliga a los Estados a tomar las medidas legislativas necesarias para 
la aplicación del Convenio en los ordenamientos jurídicos internos.   
 
En este orden de ideas, entre los países suscriptores del CIADI se encontraba el 
Ecuador, que con el objetivo de captar mayor capital extranjero, suscribió el Convenio de 
Washington el 15 de enero de 1986.  El Convenio fue a su vez aprobado por el entonces 
Congreso Nacional (ahora Asamblea Nacional) mediante Resolución Legislativa No. R-
22-053 de 17 de febrero de 2001, y ratificado a través del Decreto Ejecutivo No. 1417-B 
publicado en el Registro Oficial No. 309 de 19 de abril de 2001 por el ex presidente 
Gustavo Noboa Bejarano.  
 
A partir de su ratificación, el Convenio de Washington que creó el mecanismo de 
solución de controversias ante el CIADI pasó a formar parte integrante del ordenamiento 
jurídico ecuatoriano.  La publicación en el Registro Oficial fue el hecho que constituyó 
la inequívoca vigencia del Convenio y su vinculación con el mecanismo de solución de 
diferencias que ofrecía este ente.   
 
Desde la ratificación del Ecuador del Convenio de Washington hasta el año 2008, 
y con la suscripción de 27 TBIs desde los años 90, el Ecuador ha enfrentado alrededor de 
catorce demandas ante el CIADI, en las cuales están involucradas reconocidas empresas 
multinacionales, siendo el tercer país sudamericano con más demandas ante este 
organismo después de Argentina y Venezuela, debido en especial a violaciones de 
algunos TBIs, en las que se ha vinculado principalmente el sector de recursos naturales, 
como la exploración y explotación de petróleo.  
 
No obstante, se debe tomar en cuenta que el Ecuador y todos los países de América 
del Sur, a excepción de Brasil, en aquella época de tendencias globalizadoras de la 
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economía, tuvieron que firmar este acuerdo de tal magnitud, debido a que el capital y las 
inversiones extranjeras estaban en juego, y consecuentemente su estructura económica y 
planes sociales.  
 
2.1.1 Las demandas planteadas contra el Estado ecuatoriano 
 
A raíz de la suscripción de los TBIs, las cuestiones relacionadas con las cláusulas 
de solución de controversias contenidos en éstos dieron un giro interesante, permitiendo 
que algo impensable en otros tiempos sea posible a través de estos acuerdos.  Dichas 
cláusulas permitieron por primera vez que el Estado y una persona jurídica como 
empresas multinacionales o corporaciones transnacionales se ubiquen al mismo nivel, 
revistiendo de facultades a la persona jurídica para que pueda demandar a un Estado a 
través de varios cortes de arbitraje, el más popular, el CIADI.   
 
Así, el Estado ecuatoriano se ha visto involucrado en 27 demandas presentadas en 
base a TBIs, 16 de ellas planteadas bajo las reglas del CIADI, 10 bajo las reglas de 
arbitraje de UNCITRAL y 1 en foro desconocido49.  El CIADI en su sistema registra 13 
casos concluidos y pendientes en los que el Ecuador forma parte en calidad de 
demandado. 
 
Número de caso Demandante Demandado Estado actual 
ARB/09/23 Corporación 
Quiport S.A. y 
otros 
República del Ecuador Concluido 
ARB/08/10 Repsol YPF 
Ecuador, S.A. y 
otros 
República del Ecuador y 
Empresa Estatal 
Petróleos del Ecuador 
(PetroEcuador) 
Concluido 
ARB/08/6 Perenco Ecuador 
Limited 
República del Ecuador Pendiente 
ARB/08/5 Burlington 
Resources, Inc. 
República del Ecuador Pendiente 
ARB/08/4 Murphy 
Exploration and 
República del Ecuador Concluido 
                                                          
49 Seminario Permanente del Instituto de Investigaciones Jurídicas y Sociales Ambrosio Gioja (Fc. 
Derecho, UBA), Auditoría de los TBI y demandas en el CIADI: El caso de Ecuador. Expositor: Dr. Javier 
Echaide, Vicepresidente de la CAITISA, Buenos Aires, 9 de abril de 2015. Disponible en:  
http://es.slideshare.net/jechaide/auditora-de-los-tbi-y-demandas-en-el-ciadi-el-caso-de-ecuador (última 






ARB/06/21 City Oriente 
Limited 
República del Ecuador y 
Empresa Estatal 
Petróleos del Ecuador 
(Petroecuador) 
Concluido 
ARB/06/17 Técnicas Reunidas, 
S.A. y Eurocontrol, 
S.A. 








República del Ecuador Concluido 
ARB/05/12 Noble Energy Inc. 
y MachalaPower 
Cía. Ltd. 
República del Ecuador y 
Consejo Nacional de 
Electricidad 
Concluido 
ARB/05/9 Empresa Eléctrica 
del Ecuador, Inc. 
(EMELEC) 
República del Ecuador Concluido 
ARB/04/19 Duke Energy 
Electroquil Partners 
y Electroquil S.A. 
República del Ecuador Concluido 
ARB/03/6 M.C.I. Power 
Group, L.C. and 
New Turbine, Inc. 
República del Ecuador Concluido 
ARB/02/10 IBM World Trade 
Corp. 
República del Ecuador Concluido 
Fuente: ICSID  
Elaboración: La autora 
 
 
De los casos concluidos en el historial de arbitrajes del Ecuador en el CIADI, se 
debe señalar que los resultados parecerían en principio puestos en una balanza.  Es decir, 
en algunos de ellos el Ecuador ha perdido y en otros ha ganado.  Por ejemplo, perdió en 
los casos con IBM; Repsol; y parcialmente con Occidental50; ganó en los casos con la 
Empresa Eléctrica del Ecuador (EMELEC) y con M.C.I. Power Group and New Turbine.  
Por otro lado, llegó a acuerdos amistosos con la empresa Noble Energy and Machala 
Power; Técnicas Reunidas and Eurocontrol; City Oriente Limited; y, Corporación 
Quiport S.A.   Adicionalmente, con la empresa Duke Energy Electroquil Partners and 
                                                          
50 Disponible en: http://www.elcomercio.com/actualidad/ciadi-reduccion-multa-oxy-ecuador.html 
(última visita, 18 de octubre de 2016).  
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Electroquil S.A., el resultado fue de victoria o pérdida para ambos lados51.  De otra parte, 
el Ecuador también obtuvo una decisión favorable en la controversia con Murphy, aunque 
como consecuencia de la denuncia del Ecuador del Convenio de Washington, se ha 
iniciado un nuevo proceso arbitral bajo las reglas de UNCITRAL52. 
 
Como puede observarse en el cuadro, actualmente son dos los casos pendientes de 
resolución ante el CIADI, el caso Burlington, y el caso Perenco.  Según fuentes de la 
Procuraduría General del Estado, actualmente se encuentran activos 11 casos de arbitrajes 
de inversión, los dos precitados que se rigen bajo las normas del CIADI, y los 9 restantes 
bajo las reglas de la UNCITRAL, que son: Chevron II, Chevron III, Murphy III, Copper 
mesa, Zamora Gold, RSM, Merck, GLP, y Albacora.  Casos que en su mayoría involucran 
actividades petroleras53 y la mayoría de inversores provienen de Estados Unidos.  Vale la 
pena recalcar que algunos de los inversores han demandado al país más de una vez, tal es 
el caso de Chevron, Murphy, Occidental y Repsol YPF.  
 
A la luz de este panorama, se debe tomar en cuenta que el Ecuador ha obtenido 
resultados negativos y positivos frente a las demandas de las empresas multinacionales, 
bajo un procedimiento arbitral compuesto por los árbitros escogidos por las propias partes 
del litigio.  No obstante, no puede pasar desapercibido el hecho de que el Ecuador se ha 
situado en el segundo lugar en cuanto a países más demandados ante el CIADI, causando 
un perjuicio bastante considerable si se habla de cifras económicas, cifras que podrían ser 
usadas para garantizar un mejor nivel de acceso a educación, servicios básicos, salud, 
viviendas, y otras inversiones que requiere el país.  Paralelamente, es de recordar que los 
países sudamericanos se han visto involucrados en varias demandas de este tipo, cuestión 
que merece una particular valoración y análisis del caso de Ecuador, que con argumentos 
jurídicos y políticos ha emprendido una masiva denuncia de los TBIs y del CIADI.  
 
                                                          
51 Véase SALVADOR CRESPO, I., RIOFRÍO PICHÉ M., “La denuncia del Convenio del Centro 
Internacional de Arreglo de Disputas Relativas a Inversiones o la calentura en las sábanas”. En MARCHÁN 
J.M., Dir., Revista Ecuatoriana de Arbitraje, Instituto Ecuatoriano de Arbitraje, Cevallos Editora jurídica, 
Quito, 2011, p. 98. 
52 Disponible en: http://www.eluniverso.com/2011/08/24/1/1356/petrolera-murphy-retiro-demanda-
contra-ecuador.html (última visita, 18 de octubre de 2016). 
53 Disponible en: 
http://www.pge.gob.ec/images/documentos/2016/CuadrodeCasosDNAIyA30_05_2016.pdf. 
Información actualizada a 2016.  
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2.1.2 La retirada del Ecuador del CIADI 
 
A partir del 2006, con las nuevas elecciones presidenciales en las que ganó el actual 
presidente Rafael Correa, la política comercial en el Ecuador tuvo ciertas modificaciones 
y nuevas inclinaciones.  En cuanto a los tratados de inversión y al mecanismo de solución 
de controversias del CIADI, la posición política ecuatoriana adoptó tintes claros de 
soberanía en relación con esta cuestión, tintes basados en una ideología pro-país y pro-
soberanía, dejando a un segundo plano la ideología pro-mercado.   
 
En tal sentido, y en vista de que otros países de Sudamérica actuaban de manera 
similar, como Bolivia y Venezuela, el Ecuador decidió modelar una nueva arquitectura 
económica y política orientada a la realización del buen vivir54.  Tal es así, que dentro del 
nuevo esquema jurídico se preveía un innovativo marco de protección y fomento de la 
inversión que reemplace al previsto en los TBIs, que propicie la inversión en grandes 
proyectos y que sea una inversión complementaria a la nacional.   
 
Con esta idea, en el 2007 se produjo el primer indicio de cambio radical en cuanto 
a los TBIs y al CIADI.  El Ecuador, mediante Nota No. 56354/GM, de 23 de noviembre 
de 2007, notificó al CIADI que:  
 
“(…) no consentirá en someter a la jurisdicción del (CIADI) las diferencias que 
surjan en materia relativas al tratamiento de una inversión, que se deriven de 
actividades económicas relativas al aprovechamiento de recursos naturales como 
petróleo, gas, minerales u otros.  Todo instrumento contentivo de la voluntad 
previamente expresada por la República del Ecuador en someter esta clase de 
diferencias a la jurisdicción del Centro, que no se haya perfeccionado mediante el 
expreso y explícito consentimiento de la otra parte previa la fecha de presentación 
de esta notificación, es retirado por la República del Ecuador, con eficacia 
inmediata a partir de esta fecha” 
 
                                                          
54 El Buen Vivir “es un principio constitucional basado en el “Sumak Kawsay”, que recoge una visión 




Esta nota fue depositada por la Embajada del Ecuador en Estados Unidos y puesta 
en conocimiento del Secretario General del CIADI el 4 de diciembre de 2007, al amparo 
del artículo 25(4) del Convenio de Washington, la cual dispone que los Estados 
contratantes podrán, al ratificar, aceptar o aprobar el Convenio o en cualquier momento 
ulterior, notificar al Centro la clase o clases de diferencias que aceptarían someter o no a 
su jurisdicción.  Por tanto, bajo esta disposición el Ecuador decidió excluir de la 
jurisdicción del CIADI, las controversias relacionadas con petróleo, gas y minería.  
 
Posteriormente, mediante Decreto Ejecutivo No. 1823 de 2 de julio de 200955, el 
Ecuador decidió “denunciar y por tanto declarar terminado el Convenio sobre Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados –CIADI- 
(…)56.  Esto fue notificado por escrito al Banco Mundial el 6 de julio de 2009 y en virtud 
del artículo 71 del Convenio57, que permite que cualquier Estado contratante denuncie el 
Convenio, la denuncia ha tenido efecto desde el 7 de enero de 201058, es decir, seis meses 
después de recibida la notificación59.   
 
El principal fundamento esgrimido para la denuncia del Convenio de Washington, 
según los propios considerandos del Decreto Ejecutivo, fue la incompatibilidad existente 
con el artículo 422 de la Constitución de la República que determina que no se puede 
celebrar tratados o instrumentos internacionales en los que el Estado ceda jurisdicción 
soberana a instancias de arbitraje internacional, en controversias contractuales o de índole 
comercial entre el Estado y personas naturales o jurídicas privadas.  Adicionalmente, se 
plasmaron como argumentos, las declaraciones del Presidente de la República y de otros 
                                                          
55 Publicado en el Registro Oficial No. 632, de 13 de julio de 2009.  
56 Previo a este Decreto, se tomó en consideración  la aprobación de la Comisión Legislativa y de 
Fiscalización de la Asamblea Nacional a través de la sesión No. 44 de 12 de junio de 2009 con 54 votos a 
favor, cumpliendo con la disposición constitucional contenida en el artículo 419, numeral 7, que establece 
que para la ratificación o denuncia de tratados internacionales se requiere la aprobación de la Asamblea 
Nacional en los casos que atribuyan competencias propias del orden jurídico interno a un organismo 
internacional o supranacional.  
57 La denuncia también se ampara en el artículo 54 de la Convención de Viena sobre el derecho de los 
tratados que señala que: “la terminación de un tratado o el retiro de una parte podrán tener lugar: a) 
conforme a las disposiciones del tratado (…)”. 
58 POLANCO LAZO, R., “Denuncia de tratados de inversiones en Latinoamérica. Causas y 
consecuencias”. En ÁLVAREZ ZÁRATE, J., GRANDO, M., HESTERMEYER, H., Dir., Estado y Futuro 
del Derecho Económico Internacional en América Latina, I Conferencia Bianual de la Red 
Latinoamericana de Derecho Económico Internacional, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 
2013, p. 609.  
59 El artículo 71 del Convenio de Washington establece que: “Todo Estado Contratante podrá 
denunciar este Convenio mediante notificación escrita dirigida al depositario del mismo.  La denuncia 
producirá efecto seis meses después del recibo de dicha notificación”.  
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miembros de la Comisión Legislativa y de Fiscalización, en el sentido de que el Ecuador 
se ha visto involucrado en varios reclamos ante el CIADI por enormes cuantías, 
aproximadamente 13 mil millones de dólares, cifras que, según los datos, supera la cifra 
de la deuda externa; y que además, los fallos del CIADI parecerían sesgados a favor de 
los inversionistas60. 
 
Así, el Ecuador junto con Bolivia y Venezuela han sido los únicos en denunciar 
formalmente al CIADI.  Una tendencia regionalista que ha dado ocasión para la 
celebración de cumbres aplaudiendo a esta iniciativa, como las llevadas a cabo en el seno 
de la Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América (ALBA)61, o propuestas 
normativas como en UNASUR en vías a la construcción de un centro regional de solución 
de controversias relativas a inversiones, intenciones que hasta la fecha no se han 
concretado.  
 
Bajo este escenario, resulta evidente dilucidar el próximo paso que daría el Ecuador, 
para consolidar su decisión frente al CIADI.  Con la denuncia del Convenio de 
Washington vendría la denuncia de los 27 tratados de inversión que el Ecuador había 
suscrito con varios países, pues la existencia y aplicación del CIADI no podría concebirse 
sin las normas contenidas en los TBIs, en las que se plasma el consentimiento de las partes 
de someterse a este centro de arbitraje.  En tal sentido, se podría afirmar que con la 
denuncia del CIADI, el Ecuador cumplió con la primera fase, excluirse del sistema de 
solución de controversias ofrecido en éste, quedando pendiente la segunda fase, que viene 
a ser la denuncia de los TBIs en los cuales se consiente la participación de las partes en 
los arbitrajes administrados por el CIADI.  
 
Se debe tomar en cuenta también, que de acuerdo a las reglas del Convenio de 
Washington, la mera denuncia no exime que un Estado pueda ser demandado ante el 
CIADI.  El propio artículo 72 lo especifica al decir que: “Las notificaciones de un Estado 
Contratante hechas al amparo de los Artículos 70 y 71 no afectarán a los derechos y 
                                                          
60 Véase: http://www.ictsd.org/bridges-news/puentes/news/ecuador-finiquita-convenio-con-el-ciadi 
(última visita, 19 de octubre de 2016).  
61 En la Declaración Conjunta de la VI Cumbre Extraordinaria, de 24 de junio de 2009, celebrada en la 
ciudad de Maracay, Venezuela, apoyaron la iniciativa de la denuncia del CIADI e instaron al Consejo de 
Ministros del ALBA para crear un grupo de trabajo que elabore una propuesta para la creación de un centro 
regional de solución de controversias.  
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obligaciones, conforme a este Convenio, de dicho Estado, sus subdivisiones políticas u 
organismos públicos, o de los nacionales de dicho Estado nacidos del consentimiento a 
la jurisdicción del Centro dado por alguno de ellos con anterioridad al recibo de dicha 
notificación por el depositario”.  Con ello, queda claro que aunque el Ecuador denunció 
el Convenio, las disputas suscitadas antes de la notificación de la denuncia, caerían 
automáticamente dentro del ámbito de la jurisdicción del CIADI.  
 
2.2 El Ecuador y la denuncia de los Tratados Bilaterales de Inversiones (TBIs) 
 
Como se mencionó en el apartado anterior, la transformación hacia el nuevo modelo 
económico y productivo, en el que se resalta al ser humano como el fin para la 
consecución de las políticas estatales, hizo que el Ecuador tome ciertas medidas 
comerciales drásticas como la denuncia y salida del CIADI y también la denuncia de los 
TBIs.  Desde los años 90, el Ecuador ha firmado 30 tratados bilaterales de inversión, de 
los cuales 27 entraron en vigencia, acuerdos que se supone establecían reglas favorables 
al fomento de la inversión, mediante tratos especiales y garantías para los inversores.   
 
Con la denuncia del Convenio de Washington, el Ecuador se vio en la obligación 
de denunciar los TBIs, pues en estos instrumentos se plasmaba el consentimiento de las 
partes para someterse al mecanismo de solución de controversias relativas a inversiones 
ofrecidos por el CIADI.  De hecho, esta acción fue tomada a partir de la notificación que 
realizó el Ecuador al CIADI de no someter a la jurisdicción del centro las disputas 
relativas a recursos naturales.  Para tal efecto, ya en el año 2006 el Ecuador inició la 
denuncia de ocho TBIs que tenía con Costa Rica, Cuba, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, Nicaragua, Paraguay, República Dominicana, Rumanía, y Uruguay62 que 
culminaron en el 2007.  En ese mismo año, el poder ejecutivo asignó al Banco Central la 
realización de un informe que determine los beneficios económicos para el Ecuador en 
materia de inversión extranjera con la entrada en vigor de los TBIs, informe que concluyó 
en que dichos tratados no habrían producido los efectos económicos esperados63.  Con el 
                                                          
62 Publicado mediante Registro Oficial No. 452, de 23 de octubre de 2008.  
63 Dechert LLP, Memorandum de 11 de julio de 2013, Análisis sobre la denuncia/ negociación/ 
renegociación de los Tratados Bilaterales de Inversión.  Consulta realizada por la Procuraduría General 
del Estado.  
35 
 
respaldo de este informe, se emprendió un proceso de revisión y denuncia de los TBIs 
con varios países.   
 
Dicho proceso se organizó a través de dos bloques.  El primer bloque estuvo 
conformado por los países -en su mayoría- latinoamericanos precitados, los cuales fueron 
únicamente notificados por parte del poder ejecutivo a cada uno de sus socios.  Para el 
segundo bloque, ya se había aprobado el nuevo régimen constitucional, por lo que para el 
tratamiento de estas denuncias se tuvo que seguir lo dispuesto en la Constitución de 2008, 
en el sentido de emitir previamente un dictamen de constitucionalidad por parte de la 
Corte Constitucional, y posteriormente obtener la autorización de la Asamblea Nacional 
antes de la notificación de la denuncia formal.   
 
A continuación se detalla los TBIs suscritos por el Ecuador y el estado de las 
denuncias de estos dos bloques.  
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Fuente: Asamblea Nacional y Corte Constitucional 
Elaboración: La autora 
 
Como puede observarse, el proceso de denuncia parecería seguir en marcha.  En 
algunos casos particulares, las denuncias se encuentran aprobadas por la Asamblea 
40 
 
Nacional; sin embargo, sólo una de ellas ha sido formalmente notificada (Finlandia).  En 
otros casos, las denuncias siguen en trámite a pesar de que la Comisión de Soberanía, 
Integración, Relaciones Internacionales y Seguridad Interna de la Asamblea Nacional ha 
emitido los informes aprobando y dando luz verde al proceso formal de denuncia.  Se 
podría afirmar entonces, que el proceso de denuncia continúa aunque a pasos lentos, o 
podría significar que el Ecuador se encuentra re analizando dichas denuncias en aras de 
viabilizar nuevas opciones a este proceso.  Aunque ello no ausenta la intención clara del 
Estado ecuatoriano, de desvincularse total o parcialmente de las disposiciones contenidas 
en los TBIs, en especial la relativa al sometimiento de controversias a instancias 
internacionales como el CIADI.  
 
Lo cierto es que, actualmente existen ocho TBIs que se encuentran en proceso de 
denuncia, la mitad de ellos en última instancia para completar el trámite y dieciséis TBIs 
restantes se encuentran plenamente vigentes.  
 
2.2.1 Fundamentación jurídica de la denuncia 
 
La denuncia de los TBIs se concibió como un paso más en la adecuación normativa 
integral emprendida por el gobierno del actual presidente, Rafael Correa Delgado.  Este 
proceso respondió a un interés del Estado, por constituir un sistema normativo que 
garantice y proteja al sector productivo nacional y regule eficientemente la inversión 
extranjera directa, considerando que ésta es inminente para el desarrollo de la economía 
nacional.  El fin fue prever un marco jurídico favorable y de protección de la inversión 
extranjera y la nacional que beneficie mutuamente a los inversionistas y al país, contrario 
a los postulados de los TBIs.  
 
En este sentido, el proceso de denuncia de los TBIs respondió a una decisión 
política del Estado ecuatoriano, como consecuencia de los nuevos postulados 
constitucionales que entraron en vigencia a partir de octubre del 2008.  Entre estos 
preceptos se encuentra el artículo 422, que prohíbe la celebración de instrumentos 
internacionales en los cuales el Ecuador ceda jurisdicción a instancias de arbitraje 
internacionales, en controversias de índole contractual o comercial entre el Estado y 
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personas naturales o jurídicas.  Por su relevancia, cabe volver a citar la disposición 
textualmente: 
 
“Art. 422.- No se podrá celebrar tratados o instrumentos internacionales en los 
que el Estado ecuatoriano ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje 
internacional, en controversias contractuales o de índole comercial, entre el 
Estado y personas naturales o jurídicas privadas. 
Se exceptúan los tratados e instrumentos internacionales que establezcan la 
solución de controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica por 
instancias arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación de 
los países signatarios. No podrán intervenir jueces de los Estados que como tales 
o sus nacionales sean parte de la controversia. 
En el caso de controversias relacionadas con la deuda externa, el Estado 
ecuatoriano promoverá soluciones arbitrales en función del origen de la deuda y 
con sujeción a los principios de transparencia, equidad y justicia internacional”. 
 
Esta disposición ha representado un obstáculo para la suscripción sobre todo de 
tratados de inversión, pues éstos cederían jurisdicción a instituciones internacionales y 
por ende contravendría los preceptos constitucionales.  De la interpretación del texto, la 
primera parte constituye el cambio de modelo político y económico en el arbitraje al 
establecer la limitación clara para el sometimiento de diferencias internacionales entre el 
Estado y personas jurídicas o naturales, a los sistemas de arbitraje internacional.  La 
segunda parte regula una excepción a las diferencias con ciudadanos provenientes de 
América Latina mediante instancias arbitrales regionales u órganos jurisdiccionales; y, 
finalmente la tercera parte del artículo hace una especificación a controversias 
relacionadas con la deuda externa. 
 
Desde el punto de vista jurídico, la intención es clara; la voluntad del gobierno de 
establecer un blindaje a la obligación que tenía el Estado de someterse a los arbitrajes 
internacionales, sobre todo, al arbitraje de inversión ante el CIADI.  Inclusive, el 
presidente de la República lo mencionó en varias ocasiones, que los tribunales arbitrales 
a los que los TBIs obligan a someter jurisdiccionalmente al Ecuador, desconocen el 
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derecho nacional, valorando peculiarmente el concepto de inversión64.  El propósito de 
esta denuncia fue ciertamente imponer a las normas constitucionales como normas 
imperantes de jerarquía mayor a los tratados internacionales.  
 
No obstante, la redacción del artículo no parecería tan clara como la intención; de 
hecho, esta disposición ha sido fuertemente cuestionada desde varios puntos de vista, 
partiendo desde la naturaleza de los tratados que alude, el tipo de controversia, la 
referencia a posibles centros de arbitraje latinoamericanos, entre otras cuestiones.   
 
Se cuestiona en primer lugar el hecho de que la primera parte del artículo 422 es 
una limitación constitucional al sistema de arbitraje internacional que se encuentra 
reconocido en el artículo 190 de la Constitución y al artículo 42 de la LAM, ambos que 
reconocen al arbitraje como un mecanismo de solución de conflictos, causando una 
contradicción parcial65.   De otra parte, se ha planteado la duda de lo que implicaría el 
término “jurisdicción soberana”, considerando que la jurisdicción puede ser considerada 
como el poder del Estado de juzgar y hacer cumplir lo juzgado, siendo ésta una de las 
más claras muestras de la soberanía.  Asimismo se ha puesto en duda el alcance de las 
controversias, pues cita a controversias de índole contractual o comercial omitiendo las 
diferencias relativas a inversiones, por lo que en la interpretación de la norma podría 
considerarse permitido este tipo de arbitraje66.   
Respecto del segundo inciso, las críticas se centran en la confusa redacción del texto 
en el sentido de que hace referencia a un centro latinoamericano de arbitraje aún 
inexistente.  Además de la utilización amplia del término ciudadanos, para lo que se 
debería analizar qué incluye la palabra ciudadanos, agregándose además una condición 
de localización al decir “en Latinoamérica”, percibiéndose incierto si la sede debería ser 
en un Estado de dicha región, o si las disputas deben originarse en algún país de la región 
o si el órgano administrador del arbitraje debe ser latinoamericano67.  Finalmente, se 
                                                          
64 Oficio No. T. 4766-SNJ-10-21 de 6 de enero de 2010, remitido por el presidente Rafael Correa al 
Doctor Patricio Pazmiño Freire, presidente de la Corte Constitucional.  Este criterio fue reiterado en varios 
dictámenes de constitucionalidad de los TBIs.  
65 YEPES I., LARREA N., Cambio en las reglas de juego: El futuro del arbitraje en el Ecuador, 
Universidad San Francisco de Quito Law Review, Año 2, Volumen 2, No. 1, Quito, p. 119. 
66 PÉREZ ORDÓÑEZ D., MARCHÁN J.M., “El arbitraje comercial internacional en Ecuador”.  En 
COLLANTES GONZALEZ J., Arbitraje comercial internacional en Latinoamérica, Primera parte, 
Volumen 11, Biblioteca de Arbitraje del Estudio Mario Castillo Freyre, Palestra Editores, Lima, 2010, p. 
192.  
67 MARCHÁN J.M., El tratamiento del arbitraje en la nueva Constitución ecuatoriana, Revista Iuris 
Dictio, Volumen 14, año 2012, Quito, p. 212. 
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cuestiona también el hecho de que la norma establecería el régimen restrictivo sólo para 
los tratados mas no para los contratos que el Estado pueda celebrar con inversores 
extranjeros68.  
 
A pesar de las críticas de este texto, se puede deducir que la Constitución del 2008, 
adoptó nuevamente matices de la doctrina Calvo al prohibir al Estado el sometimiento de 
controversias a jurisdicciones extranjeras; eso sí, precautelando los intereses y el bienestar 
público del Estado, en particular las altas cifras que se ha visto obligado a pagar por 
demandas planteadas bajo el seno de los TBIs.  
 
En concordancia con la disposición constitucional 422, el gobierno ecuatoriano se 
amparó también en lo establecido en el Plan Nacional de Desarrollo o Plan Nacional para 
el Buen Vivir.  Este documento, en el que se plasmaron los objetivos y la composición 
socio-económica del país, se encargó de estructurar el modelo de producción.  Entre los 
objetivos que guardaban relación con el desarrollo productivo y comercial se encontraba 
el de la garantía de derechos y su prioridad en las metas de la redistribución de riqueza; 
las garantías en la esfera laboral bajo los preceptos de instaurar oficios estables, justos y 
dignos; y el establecer un sistema económico social solidario y sostenible69.  La 
consecución de estos objetivos se planificó a través de programas de desarrollo a la 
inversión y un mayor acceso al crédito dentro del sector privado, tomando en cuenta el 
beneficio del desarrollo de la matriz productiva.  
 
Asimismo se  fundamentó jurídicamente en el COPCI, que a partir de sus reformas, 
definió la política comercial y fomentó un nuevo sistema de comercio e inversión entre 
los Estados.  Dentro de éste se ofrecía un nuevo marco regulatorio dentro del artículo 25, 
el cual estipula la celebración de contratos de inversión ofreciendo estabilidad a largo 
plazo en relación con incentivos tributarios70.  Disposición que hasta la presente fecha 
                                                          
68 PÉREZ LOOSE H., Capítulo XI Ecuador.  En ZAPATA DE ARBELÁEZ A., BARONA VILAR S., 
ESPLUGES MOTA C., El Arbitraje interno e internacional en Latinoamérica. Regulación presente y 
tendencias de futuro, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2010, p. 407. 
69 Plan Nacional de Desarrollo, versión 2009-2013, disponible en: 
http://www.buenvivir.gob.ec/versiones-plan-nacional#tabs3 (última visita, 31 de octubre de 2016). 
70 “Art.25.- Del contenido de los contratos de inversión.- Por iniciativa del inversionista, se podrá 
suscribir contratos de inversión los mismos que se celebrarán mediante escritura pública, en la que se hará 
constar el tratamiento que se le otorga a la inversión bajo el ámbito de este código y su Reglamento.  Los 
contratos de inversión podrán otorgar estabilidad sobre los incentivos tributarios, en el tiempo de vigencia 
de los contratos, de acuerdo a las prerrogativas de este Código. De igual manera, detallaran los 
mecanismos de supervisión y regulación para el cumplimiento de los parámetros de inversión previstos en 
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continúa en vigencia.  De esta manera, los argumentos del Estado para la denuncia de los 
TBIs fueron suficientes como para crear un nuevo sistema que ampare la inversión en el 
Ecuador, con el auspicio y rectoría del área de inversiones de varias instituciones estatales 
como: el Ministerio de Comercio Exterior, Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana, Ministerio de Electricidad y Energía Renovable, Ministerio de 
Recursos Naturales no Renovables, Ministerio de Coordinación de la Producción, Empleo 
y Competitividad, Ministerio de Industrias y Productividad, Ministerio de Agricultura, 
Ganadería, Acuacultura y Pesca, y Ministerio de Inclusión Económica y Social.  
 
2.2.2 Los efectos jurídicos de la terminación de los TBIs 
 
A pesar de que el Estado ecuatoriano se ha blindado contra el riesgo de demandas 
en centros de solución de controversias internacionales, de las que muchas veces ha tenido 
que pagar grandes cifras en compensaciones a los inversores extranjeros por la adopción 
de medidas nacionales necesarias para salvaguardar el interés público, la terminación de 
los TBIs no es una cuestión tan fácil.  El sometimiento a prueba de los TBIs con las 
normas constitucionales desembocó en una denuncia masiva de varios tratados de 
inversión y cada uno de ellos ha tenido su análisis correspondiente en cuanto a los efectos 
de la denuncia.  
 
Es importante señalar que la terminación o denuncia de los TBIs desde hace tiempos 
atrás ha provocado a nivel mundial, un debate académico y profesional, y se cuestiona 
principalmente el hecho de si los inversores continúan teniendo derechos a pesar de la 
terminación de un TBI71.  Esta es una cuestión muy interesante pues la denuncia de un 
tratado está permitida por la propia Convención de Viena sobre el derecho de los Tratados 
y por los mismos TBIs; no obstante, a pesar de esta cláusula “permisiva” se debe analizar 
                                                          
cada proyecto El Consejo Sectorial de la Producción establecerá los parámetros que deberán cumplir las 
inversiones que soliciten someterse a este régimen”. 
 
71 VOON T., MITCHELL A., MUNRO J., Parting ways: The impact of investor rights on mutual 
termination of investment treaties, ICSID Review – Foreign Investment Law Journal 451-473, December 
10, 2013.  Disponible en: 
http://icsidreview.oxfordjournals.org/content/early/2014/03/27/icsidreview.sit051.abstract (última 
visita, 25 de octubre de 2016). 
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a fondo lo que en verdad implicaría dicha terminación conforme las disposiciones 
ofrecidas por este tipo de tratados.   
 
Para empezar, los TBIs especifican un período fijo de duración inicial que 
generalmente es de 5, 10 o 15 años, tiempo en el cual el tratado no puede ser terminado 
(a menos que sean circunstancias excepcionales).  Después de este plazo, una parte puede 
dar por terminado el tratado siempre y cuando lo realice con antelación por escrito de al 
menos un año.  Por otra parte, los TBIs contemplan la posibilidad de renovación 
automática después de los plazos iniciales establecidos para el mismo plazo estipulado o 
inclusive de forma indefinida, con la posibilidad de que las partes puedan denunciarlo 
unilateralmente con previo aviso, así lo hizo el Ecuador.  Veamos como ejemplo el TBI 
con España, el cual en el apartado primero de su artículo XII dispone lo siguiente: 
“1. El presente Acuerdo entrará en vigor el día en que las dos Partes Contratantes 
se hayan notificado mutuamente que las respectivas formalidades han sido 
cumplidas. Permanecerá en vigor por un período inicial de diez años y se renovará 
tácitamente por períodos consecutivos de cinco años.  Cada Parte Contratante 
podrá denunciar el presente Acuerdo mediante notificación previa por escrito, seis 
meses antes de la fecha de su expiración (…)”.   
A pesar de este mecanismo general, las causas y consecuencias jurídicas no son las 
mismas para todos los TBIs, así como tampoco es el mismo panorama si la denuncia se 
refiere a la totalidad del tratado o se trata solamente de una denuncia parcial, de cláusulas 
consideradas incompatibles.  De todas formas, para la denuncia, la parte actora debe 
regirse siempre al Derecho internacional sobre la materia, en este caso a la Convención 
de Viena sobre el derecho de los tratados que al hablar sobre divisibilidad de las 
disposiciones de un tratado regula que: “no podrá ejercerse sino con respecto a la 
totalidad del tratado, a menos que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa 
al respecto”72, lo cual significa que la denuncia debe abarcar a todo el tratado a menos 
que las partes decidan excluir una cláusula concreta, por lo que este es un punto clave 
para analizar en cada denuncia.   
 
                                                          
72 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, artículo 44(1).  
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Otro aspecto a ser considerado dentro de los efectos de la terminación es la cláusula 
denominada Nación Más Favorecida (NMF)73 que puede ser aplicada a los aspectos 
procesales de un TBI en los cuales se incluye en mecanismo de solución de controversias 
entre el inversionista extranjero y el Estado receptor de la inversión74.  A través de ella, 
el inversionista podría escudarse y evadir requisitos necesarios o ejecutar disposiciones 
más favorables.  Respecto del TBI con España, el artículo IV sobre la cláusula de NMF 
señala lo siguiente: 
“1. Cada Parte Contratante garantizará en su territorio un tratamiento justo y 
equitativo a las inversiones realizadas por inversionistas de la otra Parte 
Contratante. 2. Este tratamiento no será menos favorable que el otorgado por cada 
Parte Contratante a las inversiones realizadas en su territorio por inversionistas 
de un tercer país que goce del tratamiento de Nación más Favorecida (…)”  
Por otro lado, el aspecto más engorroso sobre las consecuencias jurídicas es, sin 
duda, el relacionado con las cláusulas de supervivencia incluidas en los TBIs.  Éstas se 
encargan de garantizar que las disposiciones del TBI se mantengan vigentes hasta después 
de la terminación del tratado, por cinco, diez, quince o más años.  Esto ha sido una 
tendencia en todos los TBIs que ha levantado fuertes críticas por parte de los Estados.  
Siguiendo con el ejemplo del TBI con España, el apartado segundo de su artículo XII 
dispone textualmente que:  
“2. En caso de denuncia, las disposiciones previstas en los artículos 1 al 11 del 
presente Acuerdo seguirán aplicándose durante un período de diez años a las 
inversiones efectuadas antes de la denuncia (…)”.  
Así, este tipo de cláusulas estarían garantizando una protección internacional de las 
inversiones a pesar de una eventual denuncia o terminación del tratado; y por tanto, el 
Estado seguiría obligado a cumplir con las disposiciones de los TBIs en relación a las 
inversiones anteriores a la terminación de éstos.   
 
                                                          
73 La cláusula NMF quiere decir que si se concede a un país una ventaja especial, se tiene que hacer lo 
mismo con los otros países.  Disponible en: 
https://www.wto.org/spanish/thewto_s/whatis_s/tif_s/fact2_s.htm (última visita 25 de octubre 2016) 
74 POLANCO LAZO R., “Denuncia de tratados de inversiones en Latinoamérica. Causas y 





Sin perjuicio de ello, el precedente sobre la efectividad práctica de estas 
disposiciones no se ha concretado a nivel internacional pues parece ser una cuestión 
delicada en el arbitraje internacional de inversiones.  No obstante el Ecuador se encuentra 
desafiando este sensible proceso, en el que constan dos acciones sumamente importantes 
y convergentes, la denuncia del Convenio de Washington para no someterse al 
mecanismo de arreglo de diferencias ofrecido por el CIADI, y la denuncia de los TBIs 
que contienen una cláusula consintiendo el sometimiento al arbitraje en este centro, en 
vista de que ambos contrarían los preceptos constitucionales vigentes desde el año 2008.  
 
2.3  La creación de la Comisión para la Auditoría Integral Ciudadana de los 
Tratados Bilaterales de Inversión (CAITISA) 
 
Paralelo a la denuncia tanto del CIADI como de los TBIs, otra acción emprendida 
por el gobierno ecuatoriano fue la creación de un ente nacional de auditoría integral.  
Mediante Decreto Ejecutivo No. 1506, de 6 de mayo de 2013, el presidente de la 
República, Rafael Correa Delgado creó la denominada Comisión para la Auditoría 
Integral Ciudadana de los Tratados de Protección Recíproca de Inversiones y del Sistema 
de Arbitraje Internacional en Materia de Inversiones (CAITISA) adscrita a la Secretaría 
Nacional de Planificación y Desarrollo (SENPLADES).  El objetivo principal de esta 
entidad fue “realizar una auditoría integral con acompañamiento ciudadano de los 
Tratados Bilaterales de Protección Recíproca de Inversiones (TBI) y del Sistema de 
Arbitraje Internacional que examine su legitimidad, legalidad e impacto de aplicación”.   
 
La CAITISA ha venido trabajando a través de tres ejes de acción75.  El primer eje 
se centró en el análisis de los TBIs suscritos por el Ecuador desde finales de los 60 hasta 
el año 2006, sobre todo de sus cláusulas y de su compatibilidad con la Constitución al 
momento de su suscripción.  El segundo eje tomó el nombre de “El Sistema de arbitraje 
de inversiones y casos contra el Ecuador”; aquí la Comisión analizó las demandas 
presentadas por las transnacionales en contra del Ecuador.  Y finalmente, el tercer eje se 
basó en la relación entre los TBIs, la inversión extranjera y el modelo de desarrollo, en el 
cual se ha estudiado y evaluado el impacto de la IED una vez firmados los tratados, el 
tipo de inversión de las transnacionales que demandaron al país y los efectos sociales.   
                                                          




La CAITISA, que en su momento fue conformada por expertos en materia de 
inversiones y derecho internacional junto con representantes del gobierno ecuatoriano, 
culminó su labor en el mes de diciembre de 2015.  Fruto de ello se expidió un informe 
final en el que constan las conclusiones a las que llegó la Comisión respecto de los 3 ejes 
de acción.   
 
Sobre el primero, la CAITISA reveló cifras exactas y enumeró los 30 TBIs firmados 
por el Ecuador, de los cuales 27 entraron en vigencia y 26 de ellos estaban vigentes en el 
2008, cuando se decidió iniciar con el proceso de denuncia, y 17 de ellos se denunciaron 
bajo las normas de la Constitución del 2008.  Además el informe evidencia que los TBIs 
atentan contra la facultad y capacidad del Estado de regular la inversión extranjera 
eximiendo de obligaciones a los inversionistas, por ejemplo, en cuestiones 
medioambientales, transferencia de conocimiento o tecnología, por lo que éstos han 
limitado a la orientación de la inversión según los planes de desarrollo del Ecuador.   
 
Respecto del segundo y tercer eje, el informe desvela que el Estado ha sido 
demandando por un total de 17.765 millones de dólares, adeudando una cantidad de 2.807 
millones de dólares por las demandas de: IBM, Oxy I, Oxy II, Duke Energy, Noble 
Energy & Machala y Chevron II sin sumar los costos por defensa de abogados y de 
arbitraje que suma otros 156 millones de dólares.  Ante esto, el informe está de acuerdo 
en que al Ecuador llega poca inversión extranjera, constituyendo los TBIs un aspecto no 
determinante ni significativo en el desarrollo económico del país, alentando con ello, la 
continuación de los procesos de denuncia.  Adicionalmente se plantea alternativas de 
creación de nuevos instrumentos que regulen la relación entre el Estado y los 
inversionistas, así como también la renegociación de contratos, haciendo hincapié en los 
mecanismos de cortes nacionales como la herramienta más adecuada para resolver 
controversias en esta materia.  
 
A pesar de ello, hasta el momento no se ha debatido el tema públicamente.  El 
informe final de CAITISA no se ha podido conocer en todo su contenido, sino únicamente 
las partes más importantes resumidas por la prensa76.  Este hecho podría responder a una 
                                                          




estrategia política actual que implica las negociaciones para la adhesión del Ecuador al 
Acuerdo Comercial con la UE, motivo por el cual los procesos de denuncia de los TBIs 
con algunos países que integran la UE como Alemania, Francia, Países Bajos, Italia, 
España, entre otros, están paralizados, faltando la aprobación del órgano legislativo.   
 
2.4 La situación actual: los mecanismos jurídicos utilizados para mantener y 
atraer la inversión 
  
A partir de la denuncia del CIADI y de los TBIs, por no haber cumplido el objetivo 
de promover las inversiones bilaterales, el Ecuador ha atravesado un período sensible en 
cuanto a su economía y estabilidad jurídica.  A esto, se le puede añadir concretamente 
desde el 2015, la caída del precio del petróleo, la apreciación del dólar que si bien ha 
aportado estabilidad macroeconómica, ha restado competitividad a las exportaciones 
afectando también al turismo, y los lamentables desastres naturales, especialmente el 
terremoto sufrido en el mes de abril de este año.  Estas causas han sido motivo por las 
cuales el país se encuentra con un panorama de recesión que ha impactado directamente 
en su economía.   
 
Con la denuncia de los tratados de inversión debido a los cambios de políticas en el 
2008, se ha podido apreciar desde el exterior una resistencia a la inversión en el Ecuador.  
El descenso brusco de la IED creó un ambiente incierto para invertir en el país, aportando 
inestabilidad y perjudicando el equilibrio económico del país.  De hecho, en los últimos 
años, el Ecuador ha sido considerado como uno de los países que registró menor IED en 
Latinoamérica77.  Ante este panorama, el Estado ecuatoriano se ha visto en la necesidad 
de crear mecanismos e implementar medidas para contrarrestar este ambiente del 
desequilibrio y atraer inversión al país.   
 




77 La UNCTAD, en su World Investment Report 2015, situó a Ecuador como uno de los países de 
América Latina que recibió menos inversión extranjera directa en el 2014, considerando un rango de entre 
100 y 1000 millones de dólares.  Véase: 
 http://unctad.org/en/PublicationsLibrary/wir2015_en.pdf  
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En el año 2010, se expidió el COPCI regulando los contratos de inversión como 
mecanismo de estabilidad y en reemplazo a los tratados de inversión existentes en el país, 
así como también en el 2011, se aprobó su Reglamento sobre la Estructura e 
Institucionalidad de Desarrollo Productivo, de la inversión y de los Mecanismos e 
Instrumentos de Fomento Productivo.  El fin de estas normas es velar por las necesidades 
de ambas partes; las del Estado, para que a través de estos contratos se promueva la 
inversión y genere un real beneficio sobre el desarrollo del país; y las del inversionista, a 
fin de que éstos puedan focalizar eficazmente sus recursos y su inversión se mantenga 
por un período prolongado.   
 
El contrato de inversión, según el COPCI, tiene una vigencia de hasta 15 años, 
pudiendo prorrogarse por una sola vez, hasta por el mismo plazo, otorgando así 
estabilidad jurídica (art. 26).  Adicionalmente, el Código busca promover y proteger la 
inversión siempre y cuando genere empleo de calidad, diversificación productiva, 
innovación tecnológica y que potencialice los territorios y actividades conforme la 
Constitución y el Plan Nacional de Desarrollo, reconociendo también los derechos de los 
inversionistas basados en el principio de trato no discriminatorio (arts. 17 y 19); derecho 
a transferencias al exterior78 (arts. 17 y 19); estabilidad tributaria y jurídica79; no 
expropiación (art. 18)80; y, la libertad de acceder al sistema financiero nacional y al 
mercado de valores para obtener recursos de crédito para el desarrollo de proyectos de 
inversión. 
 
Respecto de la estabilidad jurídica, el Código prevé la posibilidad de pactar 
cláusulas arbitrales para resolver las controversias entre el Estado y los inversionistas, 
reconociendo al arbitraje nacional e internacional.  En el caso de diferencias con 
inversionistas extranjeros la norma exige que se agote la vía administrativa, después de 
lo cual pueden establecer una solución de forma amistosa (60 días), caso contrario 
deberán acudir a una instancia de mediación (dentro de los 3 meses siguientes a la fecha 
                                                          
78 Los inversionistas tienen el derecho de transferir al exterior una parte o la totalidad de las ganancias 
o utilidades que su inversión registre, previo cumplimiento de obligaciones que correspondan como 
impuestos, seguridad social, entre otras.  
79 El Código ofrece el mantenimiento por un período determinado de la tarifa aplicable al impuesto a la 
renta al momento de efectuarse una nueva inversión.   
80 El Código prohíbe la expropiación o nacionalización directa o indirecta de la inversión, salvo que 
existan fines de interés público, de manera equitativa y mediante el pago de una indemnización conforme 
el procedimiento legal y el principio de trato justo y no discriminación.  
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de inicio de las negociaciones directas).  Después de la instancia de mediación el Código 
permite el sometimiento a arbitraje de conformidad con los tratados vigentes para el 
Ecuador; y en caso de no llegar a acuerdo ni someter a jurisdicción arbitral la diferencia, 
se deberá someter al conocimiento de la justicia ordinaria nacional, excluyéndose los 
asuntos tributarios.  
 
De otra parte, la norma establece varios incentivos tributarios generales como la 
reducción de la tasa de impuesto a la renta (22%), la exoneración de pago de impuesto 
mínimo durante los 5 primeros años si se trata de empresas nuevas; exoneración del ISD; 
deducciones adicionales para el cálculo del impuesto a la renta como mecanismos para 
incentivar la mejora de la productividad, innovación y producción “ecoeficiente”; 
beneficios para la apertura del capital, como diferimiento del pago del impuesto a la renta 
para empresas que abran su capital al exterior; e incentivos para zonas especiales de 
desarrollo previo criterio de aprobación.  
 
Actualmente el órgano máximo de rectoría gubernamental en materia de 
inversiones es el Consejo Sectorial con el apoyo de PROECUADOR.  
 
A pesar de las aspiraciones de que los inversores presentes en el país se inclinen 
hacia una migración progresiva al marco jurídico del COPCI, esto no ha sido una tarea 
fácil ni se ha conseguido, quizás, el éxito esperado.   Por ejemplo, la cantidad total de IED 
en el 2009 según el Banco Central fue de $ 316,5 millones, tres veces menor a la del 2008 
que fue de $ 1.005,2 millones, y en el primer trimestre del 2010, se registró la cifra 
negativa de $ -150.9 millones81.  En el 2014 las entradas de IED registraron un alza del 
6% alcanzando 774 millones de dólares concentrándose más de dos tercios en el sector 
de recursos naturales y solo el 14% en el sector de manufactura; no obstante las 
inversiones relacionadas con servicios procedentes del exterior cayeron del 43% al 18%82.  
 
A la luz de este panorama no tan favorable para el Ecuador, mediante Registro 
Oficial No. 652, de 18 de diciembre de 2015, se expidió la Ley Orgánica de Incentivos 
                                                          
81 Véase http://www.eluniverso.com/2010/09/02/1/1356/disminuye-inversion-extranjera-ecuador.html 
(última visita, 31 de octubre de 2016).  





para Asociaciones Público-Privadas y la Inversión Extranjera (Ley de incentivos APP) y 
posteriormente su Reglamento de aplicación.  Esta Ley complementa y reforma algunos 
aspectos del COPCI, permitiendo incentivos importantes para los proyectos que se 
ejecuten bajo modalidad de asociación público-privada, entre los que se encuentran el 
impuesto a la renta, el ISD y tributos al comercio exterior.  Un beneficio importante de 
esta ley, a través de disposiciones reformatorias del COPCI, es que otorga un derecho de 
estabilidad en cuanto a los incentivos tributarios y permite la solución de diferencias por 
la vía arbitral, siempre y cuando sus incentivos tributarios se modifiquen o deroguen, 
pudiendo someter la controversia a arbitraje por un derecho contractual derivado de una 
desavenencia tributaria.  No obstante, la ley prevé un arbitraje únicamente ante una 
instancia regional latinoamericana83.   
 
Finalmente, esta Ley ha incluido una política expansiva respecto de la estabilidad 
jurídica a otras inversiones que no se ejecuten bajo la modalidad de asociación público-
privada y que recaigan sobre aspectos sectoriales específicos que se relacionen con la 
inversión, es decir, para sectores estratégicos y provisión de servicios públicos.  
 
Así, la Ley de incentivos APP ha permitido incrementar significativamente el 
alcance de la estabilidad del marco jurídico de inversiones en el Ecuador, en principio 
contenido en el COPCI, mitigando cualquier riesgo político y brindando seguridad legal, 
incentivos económicos y tributarios, y estableciendo la equidad e igualdad en cuanto a 
los derechos de los inversionistas y el Estado.  Con ello, se puede apreciar el interés por 
parte del Estado para lograr atraer mayor inversión extranjera que permita obtener 
beneficios no solo económicos, sino también sociales, lo cual se ha convertido en uno de 
los pilares principales de la ejecución de la inversión en el país.  
 
En concordancia con ello, el pasado 25 y 26 de octubre el Ecuador celebró su 
primera Cumbre Mundial de Inversiones en Quito, en la sede de la UNASUR, a la que 
asistieron más de 140 inversionistas extranjeros y más de 250 empresarios locales.  En 
esta Cumbre se presentaron 180 proyectos por un portafolio de inversiones de 40 mil 
millones de dólares, lo cual refleja una mejoría notable en cuanto al clima de inversiones 
                                                          
83 El artículo 19 señala que: “En el caso de que se sometan las controversias contractuales al arbitraje 
internacional, este se realizará ante una instancia arbitral regional latinoamericana. Las partes 
contractuales podrán designar los órganos jurisdiccionales arbitrales en la Región Latinoamericana”.  
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en el Ecuador a través de normas que otorgan seguridad jurídica y unos excelentes 
incentivos para los inversores extranjeros.  De esta manera, el país ha sabido reconocer 
sus déficits y los bajones económicos producidos en los últimos años por cuestiones 
externas e internas, pero ha logrado también medir sus avances en cuanto a atracción de 
IED aunque sea un largo trayecto de trabajo duro y constante esfuerzo. 
 
CAPÍTULO III 
UN ESCENARIO COMPLEJO: LAS POSIBLES VÍAS FUTURAS 
 
3.1 Las alternativas a la denuncia del CIADI y de los TBIs  
 
El régimen de los tratados y acuerdos internacionales de inversión se encuentra en 
un momento determinante.  El número de acuerdos celebrados sigue en aumento, así 
como también van en aumento el surgimiento de diferencias entre Estados e inversores.  
Con ello, por un lado se puede apreciar la importancia de los acuerdos como 
instrumentos de política que protegen y atraen IED brindando seguridad jurídica y un 
clima de inversiones estable; y por otro, se observa la necesidad de reformar toda la red 
de acuerdos de inversión, y sobre todo, del sistema de solución de controversias. 
 
Es necesario tomar en consideración que los tratados de inversión no solamente 
incluyen temas relacionados con inversión, sino que también rigen sobre temas 
relacionados con la política exterior para gestionar los flujos de capital extranjero de 
cada país que lo suscribe.  Específicamente las cláusulas de procedimientos arbitrales 
internacionales han sido el tema más cuestionado de los TBIs, en especial por los países 
en desarrollo, por direccionar a centros de arbitraje como el CIADI, que ha sido 
fuertemente criticado por la legitimidad de los tribunales arbitrales y falta de coherencia 
en varios laudos. 
 
El Ecuador ya entró en un período de revisión minuciosa de los TBIs, al cual le 
acompaña la denuncia de muchos de ellos.  Actualmente, hemos visto también que la 
legislación ecuatoriana ha tratado de otorgar instrumentos y mecanismos que otorguen 
la suficiente seguridad jurídica para el inversionista extranjero, y que puedan suplir a las 
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disposiciones de los TBIs.  No obstante, ello no es suficiente.  Las reformas a la 
normativa de inversiones en el Ecuador, sobre todo, las referidas a la solución de 
controversias entre inversionista – Estado deben ir de la mano de cambios concordantes 
con las nuevas políticas adoptadas por el Estado y deben ser compatibles y coherentes 
con el marco jurídico internacional sobre esta materia. 
 
No existe un camino rápido que conduzca al éxito total del cambio de panorama 
del arbitraje de inversiones.  Sin embargo, el Ecuador debe disponer del máximo nivel 
de maniobra posible, con el fin de descubrir las mejores vías y opciones que se puedan 
adaptar con su normativa y circunstancias actuales, y que sobre todo, no dejen a un lado 
el interés público que especialmente para los países en vías de desarrollo, es un aspecto 
de suma importancia para su crecimiento.  A continuación se expondrán y analizarán 
estas eventuales opciones, las cuales en ciertos casos se pueden combinar y trabajar 
paralelamente, a fin de que el Ecuador pueda recuperar totalmente la confianza de sus 
inversores antiguos y futuros, apegado a las normas constitucionales y en beneficio del 
desarrollo económico y social del país. 
 
3.1.1 La renegociación de cláusulas específicas de los Tratados Bilaterales de 
Inversiones 
 
El gobierno ecuatoriano estaría en todo su derecho de considerar una opción de 
renegociación con todos los Estados con los que mantiene un tratado de inversión 
vigente.  Es importante señalar que la renegociación se ha visto como un mecanismo 
válido bajo el derecho internacional y aplicado por otros Estados84.  Así lo dispone la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en su artículo 39, por medio del 
cual permite que un tratado pueda ser enmendado por acuerdo de las partes. 
 
Por tanto, en primer lugar sería necesario constatar la voluntad de los otros Estados 
de acogerse al proceso de renegociación.  Esto podría resultar complicado sobre todo 
con países que exportan capital al Ecuador pero que no reciben capital del mismo, como 
se desprende de la mayoría de TBIs suscritos por el Ecuador, pues podría existir una 
                                                          
84 Por ejemplo los Estados miembros de la UE, para lo cual la Comisión Europea tiene competencia 
para negociar nuevos tratados de inversión y renegociar los que se encuentran actualmente vigentes.  
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ausencia de interés en el proceso renegociador.  Para mitigar este riesgo, en la 
renegociación debería incluirse todos los incentivos económicos y fiscales que 
actualmente está promoviendo y otorgando el país en el marco de su nuevo régimen 
jurídico contemplado en el COPCI y en la Ley de incentivos APP. 
 
Adicionalmente, convendría analizar en detalle, tanto consideraciones de orden 
político, como la calidad, cantidad y tipo de inversiones existentes o previstas con los 
países que se ha suscrito estos tratados.  Con ello se lograría obtener un análisis 
exhaustivo de las cláusulas que se pretende renegociar y crear una especie de paquete 
de cláusulas a renegociar, depende del TBI del que se trate.  Aquí sobre todo se debe 
revisar cláusulas como de trato justo y equitativo, definición de inversión, expropiación, 
cláusulas de supervivencia, y solución de controversias, que son las que más han 
generado debate y han sido motivo de surgimiento de controversias internacionales.  
 
Respecto de la cláusula de solución de controversias, se debería obligatoriamente 
tomar en cuenta la disposición constitucional en cuanto al arbitraje bajo tratados 
únicamente cuando su sede sea en un país de Latinoamérica y solo ante instancias 
regionales, aunque hasta el momento no se ha implementado tal condición a pesar de 
que ya existen iniciativas y análisis correspondientes en el seno de la UNASUR.  
 
Sobre todo, en la renegociación se trataría de incluir todas aquellas cuestiones 
importantes para el desarrollo de la inversión en el Ecuador, como protección del medio 
ambiente, protección a los trabajadores, cuestiones de derechos humanos y otras 
cuestiones de políticas macroeconómicas necesarias para su desarrollo, siempre que 
favorezcan y causen un impacto positivo en el país. 
 
Desde esta perspectiva, el gobierno podría basarse en  una Hoja de Ruta en la que 
conste el inicio de las renegociaciones por bloques de países, de acuerdo al interés 
político y económico del Estado con sus socios comerciales.  Por ejemplo, un bloque 
importante sería la Unión Europea, que actualmente posee nuevas políticas en su interior 
en materia de inversiones, aprovechando la ocasión de la paralización de las denuncias 
de los TBIs con algunos de sus miembros y la entrada en vigor del Acuerdo Comercial 
entre la UE  y el Ecuador.  
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3.1.2 La negociación de un nuevo modelo de convenio bilateral de inversiones 
 
La expedición de un nuevo modelo o documento marco de un convenio de 
inversiones que sustituya a los TBIs no ha sido una idea lejana dentro del abanico de 
opciones para el Ecuador.  Desde el 2012 el gobierno ha venido trabajando en un nuevo 
instrumento para eventuales negociaciones futuras en sustitución a los tratados de 
inversión.  Este trabajo se llevó a cabo a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Comercio e Integración (MRECI), que como autoridad competente tenía la atribución 
de elaborar modelos de tratados bilaterales de comercio e inversión según su Estatuto 
Orgánico, junto con las aportaciones de otras instituciones del Estado como la 
Procuraduría General del Estado (PGE), la Secretaría Nacional de Planificación y 
Desarrollo (SENPLADES), la Presidencia y Vicepresidencia, el Ministerio Coordinador 
de la Producción, Empleo y Competitividad (MCPEC), y el Ministerio Coordinador de 
Política Económica (MCPE).  Este proyecto continuó hasta el año 2014, año en el que 
se dividió el MRECI y se creó el Ministerio de Comercio Exterior, el cual continuó 
liderando el nuevo modelo de convenio denominado “Convenio de Inversiones para el 
Desarrollo” (CID).  
 
El CID se constituyó en un borrador de texto sobre un tratado bilateral de 
inversiones, consolidando lineamientos generales para las negociaciones comerciales o 
eventuales renegociaciones de los TBIs, en el marco de los postulados constitucionales 
y legales vigentes y de otros instrumentos aprobados, principalmente el Plan Nacional 
para el Buen Vivir. 
 
Así, el texto programático del CID sienta las bases de los objetivos y principios 
prioritarios para el Estado y en su propio preámbulo alude a enunciados como la 
complementariedad de la inversión extranjera en relación con la nacional; el fomento de 
los procesos productivos respetando los derechos de las comunidades locales, medio 
ambiente, transferencia tecnológica, generación de empleo y reafirmación de 
proyección y diversidad cultural; la participación de los sectores de la economía popular 
y solidaria y micro, pequeñas y medianas empresas.  Adicionalmente, prevé una sección 
sobre Principios en el que se enfatiza la promoción de inversiones extranjeras siempre 





Dentro de las disposiciones más interesantes de este modelo de convenio se 
encuentran la de Trato Especial y Diferenciado, tratamiento de inversiones, solución de 
controversias y cooperación.   Respecto de la primera, se han implementado tres 
medidas favorables para ambas partes, el eximir a la parte de menor desarrollo de 
cumplir el Trato Nacional, con el fin de dar cabida a programas que beneficien a 
inversionistas de micro, pequeñas y medianas empresas; el compromiso de la parte más 
desarrollada de crear programas e incentivos para la participación de inversionistas de 
la otra parte en sectores que hubieren sido acordados; y el compromiso de la misma 
parte, de fomentar la desagregación tecnológica y la transferencia en paquetes dentro de 
la inversión producida.  Respecto del tratamiento de inversiones, se debe mencionar que 
su redacción es prácticamente influenciada por las garantías que otorga el COPCI a las 
inversiones extranjeras en concordancia con la normativa interna e internacional.   
 
Sobre el aspecto de solución de diferencias, que es de recordar fue el tema más 
debatido en los TBIs, el CID establece dos ámbitos al igual que los tratados de inversión, 
el uno correspondiente a controversias entre Estados y el otro entre inversionista y 
Estado receptor de la inversión.  Sobre el primero, se entiende que puede incoarse un 
proceso únicamente cuando exista una diferencia en el alcance y aplicación del CID, 
para lo cual se plantean mecanismos de carácter diplomático, como vía previa al proceso 
arbitral que tiene un procedimiento específico a falta de acuerdo de las Partes respecto 
de otra vía que pueda ser adoptada.  Sobre las diferencias entre inversionista y Estado 
se incluye la renuncia expresa del CIADI como mecanismo para resolver las 
controversias, se incluye también el agotamiento de la vía administrativa interna antes 
de iniciar un proceso arbitral que podrá llevarse a cabo en instancias regionales 
latinoamericanas, arbitraje nacional o internacional, o arbitraje contemplado en un 
contrato de inversión, para lo cual se toma en cuenta las reglas de la UNCITRAL85. 
                                                          
85 La versión final del CID correspondiente a octubre de 2013, establece en su artículo 12, parte II, la 
solución de controversias entre un inversionista y la Parte Contratante receptora de la inversión, y señala 
textualmente que:  
“Toda controversia relativa a las inversiones que surjan entre las  Partes Contendientes, respecto a 
cuestiones reguladas por el presente Acuerdo, una vez que se agote la vía administrativa, será, 
preferentemente, solucionada por consultas amistosas y mediación.  
(1) Si los mecanismos amistosos y mediación no hubiesen permitido la solución de la controversia, en 
el término de 6 meses, a partir del supuesto mencionado en el párrafo anterior, cualquiera de las 




Finalmente, el CID contiene un apartado relativo a cooperación entre las partes, 
en el que se hace referencia a aspectos como el desarrollo de capacidades, programas de 
seguros, asistencia financiera directa, apoyo para evaluaciones de impactos sociales y 
ambientales, y transferencia de tecnología.   
 
A pesar del arduo trabajo de la autoridad competente y de todas aquellas 
instituciones que participaron en la elaboración de este nuevo modelo de convenio, es 
preciso señalar que jurídicamente sí sería posible llevar a cabo nuevas negociaciones o 
renegociaciones al amparo de este instrumento.  Ello siempre y cuando se realice un 
análisis de los dictámenes elaborados por la Corte Constitucional, en los que se 
avizoraron dos resultados; la denuncia de todo el TBI como fue el caso de Italia, España, 
Suiza, Finlandia y Rumanía; y la denuncia de ciertos artículos del TBI, como fue el caso 
de varios los países de la Unión Europea como Alemania, Reino Unido, Suecia, Francia, 
y Países Bajos.  Así, la renegociación funcionaría con aquellos TBIs que obtuvieron una 
denuncia parcial, y las nuevas negociaciones se deberían aplicar a aquellos TBIs en los 
cuales se dictaminó su denuncia total.  
 
Adicional a ello, en caso de decidir poner en marcha las negociaciones o 
renegociaciones, sería importante definir el alcance del CID, toda vez que los beneficios 
contemplados en él son una transcripción de los beneficios para los inversionistas que 
prevé el COPCI y la nueva Ley de incentivos APP.  Es decir, definir si el Convenio 
contempla una ampliación de beneficios a los ya establecidos en las leyes vigentes o 
mantener el mismo grado de protección, para lo cual se deberá tomar en cuenta que los 
tratados internacionales están bajo la Constitución pero tienen una jerarquía superior 
frente a las leyes.  Asimismo deberá definirse si es conveniente negociar el CID como 
                                                          
(a) Los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se realizó la 
inversión; o, 
(b) Ante el Mecanismo de Arbitraje conformado en instancias regionales latinoamericanas, 
cuando el Estado Parte de la Controversia haya adherido a aquél; o, 
(c) Al arbitraje nacional o internacional en las condiciones descritas en los párrafos 
subsiguientes de este artículo; o, 
(d) Un Arbitraje contemplado en un contrato de inversión. 
Una vez que una de las Partes Contendientes  haya sometido la controversia a una de las instancias 




un instrumento independiente o a ser agregado parcialmente en los acuerdos comerciales 
o de cooperación económica.  
 
Finalmente, cabe mencionar que el CID fue puesto en manos de una firma 
estadounidense llamada “Foley Hoag”, con el fin de que esta consultora realice un 
análisis del texto, seguimiento legal y asesore al Estado ecuatoriano en relación con las 
futuras negociaciones bilaterales que se emprendan, contrato que se llevó a cabo en el 
mes de junio de 2014 y duró alrededor de 6 meses.  Esta asesoría internacional se enfocó 
en el análisis de las cláusulas de los TBIs declaradas como inconstitucionales por parte 
de la Corte Constitucional y otras según los intereses de desarrollo del Ecuador y de los 
TBIs negociados con países prioritarios, entre ellos: China, Unión Europea, Canadá, 
Suiza y Estados Unidos, además de presentar las directrices estratégicas y alternativas 
para posibles negociaciones o renegociaciones.  
 
Hasta la presente fecha no se conoce la negociación o renegociación del Ecuador 
con otros países en base a los lineamientos del CID; no obstante, el Ecuador ha intentado 
poner énfasis en las políticas de inversión en  los últimos meses, fruto de lo cual se 
encuentra, además del CID, la aprobación de la nueva Ley de Incentivos APP, la primera 
cumbre de inversiones realizada en el país y la próxima puesta en marcha del Acuerdo 
con la UE, hechos que hacen suponer la aproximación de eventuales concertaciones en 
materia de inversiones.   
 
A pesar de todo ello, lo que el Estado debería propender a establecer es un texto 
fácilmente aceptable entre las partes, que si bien sería negociado según los imperativos 
constitucionales y legales de ambas partes, no sea apreciado como la presentación de 
una propuesta nacional, sino como un instrumento a través del cual se obtengan 
beneficios y resultados mutuamente aceptables y en el que se mantenga el lenguaje 






3.1.3 Los contratos de inversión como medio para sustituir a los Tratados 
Bilaterales de Inversiones 
 
La normativa aplicable a los contratos de inversión en el Ecuador se encuentra en 
el COPCI.  Este cuerpo legal constituye el instrumento angular en el establecimiento de 
una nueva política nacional encaminada al desarrollo productivo y contiene el patrón 
legal bajo el cual pueden operar los inversores nacionales y extranjeros.  El reemplazo 
de los TBIs por los contratos de inversión es jurídicamente posible; de hecho, el Ecuador 
ha intentado implementar este mecanismo bajo los lineamientos constitucionales y 
tratando de ofrecer mayor seguridad jurídica a inversores nacionales y extranjeros.  
 
El contrato de inversión, como se ha visto previamente, es un instrumento que 
ofrece estabilidad pues es renovable hasta por 15 años -con una inversión desde 1 millón 
de dólares-, reconoce los derechos del inversionista y establece mecanismos de solución 
de controversias.  Su estructura ha sido preparada por la autoridad competente, en este 
caso el MCPEC junto con el apoyo de otras instituciones, y la revisión previa a estos 
contratos los realiza el Consejo Sectorial de la Producción.  
 
La atracción de estos contratos consiste en incluir diversos tipos de incentivos para 
la inversión, como los establecidos en el COPCI, el financiamiento de la banca pública, 
la facilitación aduanera, y el desarrollo del capital humano.  Si se desglosarían cada uno 
de estos incentivos podríamos mencionar entre los más importantes: el Impuesto a la 
Renta de 0% por cinco años; ISD de 0%; ocho años de estabilidad política; y, arancel 0 
a la importación de maquinarias.  A ello, se le puede sumar los bajos costes de diésel, 
del metro cúbico de agua y de energía, cuestiones favorables para la industria86, 
agregando también la estabilidad monetaria, pues al tener el dólar como moneda en 
curso legal, no existiría riesgo de devaluación.  
 
De otra parte, los tipos de contrato que ofrece el Ecuador se dividen en 3 sectores: 
productivos, minería a gran escala e industrias básicas, y otros sectores.  A continuación 
                                                          
86 Una de las tasas más bajas de energía para los negocios en la región (USD 0.08 Kw/h); el costo más 
bajo de diésel para la industria (USD 0.29 por litro); uno de los costos más bajos de agua para empresas de 
la región (USD 0.77 por metro cúbico).  Véase: http://www.proecuador.gob.ec/porqueinvertir2/ (última 
visita, 10 de noviembre de 2016). 
61 
 
se detalla, a través de un cuadro didáctico, las características respecto de los incentivos 
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y aprueba el 
















Se presenta solicitud 
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Se necesita informe 
previo del 
Ministerio sectorial 
y aprobación del 





1. Contrato con el inversionista. 2. El inversionista debe enviar el Kit 
(paquete) con los requisitos básicos. 3. Se ingresa oficialmente el Proyecto 
de Inversión. 4. Verificación de anexos. 5. Elaboración de informe para el 
Consejo Sectorial de la Producción. 6. Decisión del Consejo. 7. Firma del 
contrato (envío del borrador de contrato a inversionista).  Tiempo total 
estimado: 60 días 
Fuente: Instituto de Promoción de Exportación e Inversiones 
Elaboración: La autora 
 
Adicionalmente, se conoce que las siguientes empresas se encuentran actualmente 
invirtiendo en el Ecuador, a través de contratos de inversión:  
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 ECUAPETSA PET DEL ECUADOR S.A. (GLOBAL PET) (Ecuador) 
 INDUSTRIAS CADI S.A. (Colombia) 
 GRUPO GLORIA (Perú) 
 GRUPO BRITT (México) 
 ILP 
 SIGMA ALIMENTOS (México) 
 HIPERBÁRICAS DEL ECUADOR (Ecuador) 
 CD CAPITAL (Reino Unido) 
 ECOLAB LATINA (Ecuador, bajo licencia y estándares de calidad de 
TERASON USA). 
 
Como puede observarse, el COPCI parece haber planteado un nuevo sistema de 
comercio e inversión que recobra las falencias de los TBIs en el sentido de que éstos 
carecen de contenido humanístico, además de contrariar las disposiciones 
constitucionales.  El contrato de inversión posee la capacidad jurídica para abarcar una 
amplia variedad de temas, incluyendo cuestiones necesarias contenidas en los TBIs; se 
podría decir que éste se constituye en una mezcla de disposiciones contenidas en 
contratos comunes, en la legislación nacional, y en tratados internacionales.   
 
No obstante, a los contratos de inversión se los debe analizar en una balanza.  Por 
el un lado de la balanza, resultaría lógico que el Estado se incline preferentemente por 
los contratos de inversión, pues es en éstos en donde se puede incluir todos los principios 
y obligaciones en cuanto a derechos humanos, salud, trabajo, transferencia de 
tecnología, medio ambiente, entre otras cuestiones sobre políticas públicas que el 
gobierno considere importantes, bajo el marco normativo nacional.  Por otro lado, a raíz 
de la denuncia de varios TBIs, los contratos de inversión se convierten en un instrumento 
obligatorio para quien quiera invertir (inversor extranjero) en el Ecuador en estos 
momentos, debido a que este instrumento no incluirá de ninguna manera, la solución de 
controversias relativas a inversiones ante el CIADI, como instancia de arbitraje 
internacional.  Sin embargo, lo que no debería hacer el Ecuador en un contrato de 
inversión, es abstenerse a la solución de controversias de carácter internacional, debido 
a que una posición de esta naturaleza invalidaría, seguramente, el proceso de suscripción 
del contrato.  Sobre este punto, se deberá analizar minuciosamente la estrategia de 
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inserción en materia de inversión, donde es necesario, en criterio propio, abordar el 
riesgo de ser demandado siempre que existan cuestiones que violenten los compromisos 
adquiridos a través del contrato e internacionalmente.   
 
Respecto del otro lado de la balanza, para la suscripción de un contrato de 
inversión se necesita la concurrencia de dos partes, el Estado a través de sus la autoridad 
competente, y el inversionista extranjero.  Si bien los incentivos desarrollados en el 
contrato pueden resultar atractivos para el inversionista, no se debe olvidar que la 
protección bajo un contrato de inversión no tendrá el mismo rango que la protección a 
través de un tratado internacional, y por tanto el inversionista podría verse no tan 
protegido pues lo que busca un inversionista es que su inversión posea la seguridad 
jurídica nacional e internacional, mas no verse limitado a acatar las disposiciones 
internas de un Estado.  En tal sentido, el contrato de inversión es un aliado importante 
para la atracción de IED para el Ecuador, pero no llegaría a la cima de protección y 
promoción de éstas, pues política y económicamente, es necesario un instrumento 
macro, que permita generar confianza entre el Estado receptor de la inversión, el 
inversionista y el Estado de donde es nacional el inversionista.   
 
Por tanto, dentro de las vías adecuadas, podría considerarse la aprobación de un 
CID con disposiciones claras y coherentes; y adicionalmente, la celebración de contratos 
de inversión, que no serían sino otro instrumento legal jerárquicamente inferior a los 
tratados de inversión a los cuales deberán sujetarse.   
 
 
3.1.4 El sometimiento de controversias de inversiones a otros centros 
internacionales de arbitraje 
 
Dentro de las principales instituciones de arbitraje internacional, amparadas por 
el derecho internacional, se encuentra la CCI, la Asociación Americana de Arbitraje 
(AAA), la Corte de Arbitraje Internacional de Londres (LCIA), el CIADI, la Comisión 
Interamericana de Arbitraje Comercial (CIAC), o la Corte Permanente de Arbitraje 
(CPA).  Por otro lado, la legislación internacional permite también arbitrajes ad-hoc 




En la práctica, muchos de los TBIs han regulado la posibilidad de someterse a dos 
tipos de arbitraje, el contemplado bajo las reglas del CIADI, en su mayoría; y el arbitraje 
ad-hoc siguiendo las reglas de la UNCITRAL.  Si bien el motivo principal de la denuncia 
de los TBIs por parte del Ecuador fue que estos tratados cedían jurisdicción a instancias 
de arbitraje internacional, específicamente al CIADI, la opción de un arbitraje ad-hoc y 
de otros centros de arbitraje serían preliminarmente una vía alternativa, tanto en una 
nueva negociación como en una renegociación. 
 
Según autores ecuatorianos como SALVADOR y RIOFRÍO, el Ecuador tiene 
varias vías para resolver sus disputas con inversionistas extranjeros en arbitrajes 
internacionales, para lo cual se requeriría únicamente el consentimiento de las partes, 
mencionando como ejemplo a la LCIA, CCI, UNCITRAL87.  Sin embargo, 
apartándonos un poco de la línea de este pensamiento, se debe analizar un punto clave, 
que es la prohibición contenida en el artículo 422 de la Constitución ecuatoriana, en el 
sentido de que no se puede celebrar tratados o instrumentos internacionales en los que 
el Ecuador ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje internacional, en 
controversias contractuales o de índole comercial, entre el Estado y personas naturales 
o jurídicas, exceptuando tratados que establezcan una solución de diferencias entre 
Estados y ciudadanos de América Latina por instancias arbitrales regionales.   
 
Conforme este artículo, la prohibición engloba a todas las instancias de arbitraje 
internacional para controversias contractuales o de índole comercial.  Como se 
mencionó preliminarmente, se debería hacer un análisis de esta norma, en el sentido de 
si la prohibición abarca también para controversias derivadas de inversiones, o si al 
momento de incluir el término “índole comercial” quedaron incorporadas las diferencias 
de inversiones.  Mi impresión –política más que jurídica- es que al momento de redactar 
la norma, el legislador tuvo la intención de prohibir expresamente el arbitraje de 
inversiones y salvaguardar los intereses del país ante procedimientos despóticos e 
inconsistentes como los llevados a cabo en el CIADI, ante el cual el Ecuador ha sido 
fuertemente demandado.  
 
                                                          
87 SALVADOR CRESPO I., RIOFRÍO PICHÉ M., “La denuncia del Convenio del Centro Internacional 
de Arreglo de Disputas Relativas a Inversiones o la calentura en las sábanas” En MARCHÁN J.M Dir., 
Revista Ecuatoriana de Arbitraje, ob. cit., p. 121. 
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Entonces, en este orden de ideas, el Ecuador no podría aludir, ni en una 
negociación ni en una renegociación, e inclusive en un contrato de inversión, una 
cláusula que permita direccionar las diferencias relativas a inversiones a instancias de 
arbitraje internacional, amparándose en el artículo 422 de la Constitución que surgió 
expresamente para ello.  Con lo cual, la única opción que podría considerar el gobierno 
actualmente, es amparar las eventuales disputas de inversiones bajo las reglas de la 
UNCITRAL, que permite establecer un arbitraje ad-hoc.   
 
Por otra parte, el mismo artículo sí permitiría que se celebren tratados 
internacionales en los que se prevea un arbitraje mediante instancias latinoamericanas, 
siempre y cuando estos tratados sean entre un Estado y un ciudadano latinoamericano.  
Previamente ya se analizó esta disposición y una vez más se puede corroborar que hasta 
el momento no existe un centro de arbitraje regional, por lo que en las futuras 
negociaciones que se emprendan, aunque quede plasmada tal intención, no se podrá 
materializar el arreglo de diferencias a través de este medio, quedando nuevamente 
como única opción el arbitraje mediante las reglas de la UNCITRAL.  De hecho, esta 
práctica ya es una realidad en los nuevos contratos firmados por el Estado con empresas 
petroleras, como por ejemplo con la empresa china Andes Petroleum, en el cual se prevé 
una solución de diferencias en el Centro de Arbitrajes y Mediación de Santiago de Chile 
con las reglas de la UNCITRAL. 
 
Por otro lado, es imprescindible advertir un posible panorama bajo la normativa 
de la CAN.  Según esta nueva vía, en las controversias de inversiones en las que esté en 
juego la normativa andina, sería jurídicamente posible que dichas diferencias se 
resuelvan a través del TJCA; de hecho, así lo han confirmado autores como 
RICHARDSON, POLANCO, y ANAYA88.  Hay que recordar que la CAN ha regulado 
a la IED en la subregión mediante la Decisión 291, de 12 de marzo de 1991 relativa al 
Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, 
Licencias y Regalías.  Dicha Decisión permite a los países miembros legislar la 
                                                          
88 Véase RICHARDSON, D., Solución de conflictos en materia de inversión extranjera, disponible en: 
http://blogs.portafolio.co/juridica/solucion-de-conflictos-en-materia-de-inversion-extranjera/ (última 
visita, 9 de noviembre de 2016); POLANCO LAZO R., ANAYA VERA E., El Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina: ¿Un nuevo foro de solución de controversias de inversión extranjera?, disponible en: 
http://www.academia.edu/20476189/El_Tribunal_de_Justicia_de_la_Comunidad_Andina_Un_Nuevo_Fo
ro_de_Soluci%C3%B3n_de_Controversias_de_Inversi%C3%B3n_Extranjera (última visita, 9 de 
noviembre de 2016).  
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inversión a través de la normativa nacional, la normativa comunitaria y los tratados 
bilaterales y multilaterales, dentro de los cuales se encuentran los TBIs.  
 
No obstante, cuando la materia de la controversia entre un miembro de la CAN y 
un particular, es decir, inversionista extranjero, está relacionada con la normativa 
comunitaria andina, las reglas contenidas en el Tratado de Creación del TJCA disponen 
que dichas diferencias deben ser sometidas al tribunal de justicia supranacional de la 
región, a través de una interpretación prejudicial o una acción de incumplimiento89.  Así 
lo ha confirmado la jurisprudencia del TJCA incluyendo el concepto de juez nacional al 
sistema de arbitraje, en el sentido de que este sistema puede ser considerado como un 
juez nacional para solicitar directamente una interpretación prejudicial al tribunal 
supranacional cuando el caso hace referencia a la normativa comunitaria andina90.  Por 
tanto, el TJCA puede ser considerado como un foro de solución de controversias en 
materia de inversión extranjera cuando un instrumento prevea normas comunitarias 
andinas, es decir, sería un foro aplicable únicamente para Bolivia, Colombia, Ecuador y 
Perú.  
 
Bajo esta apreciación, lo más importante es que el Estado pueda mantener una 
imagen de confianza en las negociaciones no solo de las cláusulas de solución de 
controversias, sino de todo un texto, sea éste un tratado o un contrato de inversión.  El 
consentimiento de ambas partes es fundamental para el sometimiento a un determinado 
foro de solución de controversias, y cabe destacar, que aunque se hayan visibilizado las 
pocas pero efectivas opciones que el país tendría actualmente para recurrir a la solución 
de diferencias, la limitación de éstas puede provocar que la negociación se torne 
engorrosa al omitir a los centros internacionales de disputas relativas a inversiones.  En 
tal sentido, en las negociaciones se deberá enfatizar en la importancia y el alcance 
                                                          
89 El artículo 42 del Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la CAN señala que: “Los Países 
Miembros no someterán ninguna controversia que surja con motivo de la aplicación de las normas que 
conforman el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina a ningún tribunal, sistema de arbitraje o 
procedimiento alguno distinto de los contemplados en el presente Tratado”.  
90 El TJCA, en la sentencia dentro del proceso de incumplimiento No. 03-AI-2010, incluyó el sistema 
de arbitraje en el concepto de juez nacional.  Adicionalmente, en la Interpretación Prejudicial 57-IP-2012, 
de 11 de julio de 2012 concluyó que los árbitros o tribunales de arbitraje que son de última instancia se 
incluyen dentro del concepto de juez nacional al amparo de los artículos 33 del Tratado de Creación del 
TJCA, y 122 y 123 del Estatuto.  
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internacional que han logrado las normas emanadas por la UNCITRAL, a través de las 
cuales se podría lograr un procedimiento ad-hoc justo y neutral para ambas partes.  
 
3.2 Las iniciativas para crear un foro regional latinoamericano de solución de 
controversias en materia de inversiones 
 
La iniciativa de crear un centro de solución de controversias latinoamericano 
parece haber tenido impulso desde la reforma constitucional ecuatoriana del 2008, en 
cuyo cuestionado artículo 422 se excepciona la celebración de tratados que remitan a un 
arbitraje en instancias latinoamericanas con ciudadanos de dicha región.  A pesar de 
que, con la redacción del artículo no queda claro si el texto se refiere a que la cede del 
arbitraje debe ser un país de la región, o si la controversia debe haberse originado en 
algún país de estos, o si el órgano administrador del arbitraje debe ser latinoamericano 
o residir en la región, el propósito, al menos por parte del Ecuador, quedó plasmado 
desde la vigencia de la nueva norma constitucional.   
 
El Ecuador fue el país latinoamericano que lideró esta iniciativa que tuvo una 
considerable acogida el seno de la UNASUR91.  La primera reunión en donde se abordó 
la creación de un centro de solución de controversias relativas a inversiones fue la IV 
Sesión Ordinaria celebrada en Georgetown, Guyana, el 26 de noviembre de 2010, en la 
que se adoptó una Decisión para analizar la creación de este sistema.  En esta, se designó 
un grupo de trabajo sobre solución de controversias integrado por expertos de alto nivel 
designados por los Jefes de Estado, con el fin de que consideren la propuesta presentada 
por el Ecuador relativa a tres temas enlazados: el centro de solución de controversias; 
un centro de asesoría legal en materia de inversiones; y, un Código de conducta para los 
miembros de los tribunales arbitrales.  
 
A partir de ello, se han realizado numerosas reuniones entre cancilleres y grupos 
de trabajo quienes se han dedicado a diseñar la arquitectura de esta iniciativa, fruto de 
                                                          
91 La propuesta se dio en el 2009, durante la trigésima novena Sesión de la Asamblea General de la 
OEA, en la que el Ministro de Relaciones Exteriores de Ecuador de aquel entonces, Fander Falconí, propuso 




lo cual, se ha estructurado un acuerdo constitutivo del centro de solución de 
controversias.  Según fuentes de la prensa latinoamericana, hasta inicios del presente 
año el acuerdo constitutivo tenía más del 80% del consenso para su aprobación por parte 
de los doce países que conforman la UNASUR92, porcentaje que corresponde a 
decisiones políticas mas no técnicas93.   
 
A pesar de que el texto del acuerdo constitutivo aún no ha sido aprobado ni 
oficializado, es importante mencionar las cuestiones más trascendentes que éste 
contiene.  En primer lugar, es necesario puntualizar que el reglamento de 
funcionamiento del centro prevé que la jurisdicción excluya disputas relativas a temas 
de salud, energía, impuestos, leyes internas, entre otros, a menos que las partes 
establezcan lo contrario en los tratados internacionales o contratos, permitiendo la 
resolución de diferencias relativas o no a inversión, ampliando así su ámbito de 
aplicación.  
 
Por otro lado, se puede percibir una serie de características interesantes que 
contrastarían al sistema del CIADI, el cual fue, justamente, la base para implantar los 
cambios procedimentales en el centro de arbitraje de la UNASUR.  Por un lado, el 
sistema de UNASUR promueve a que las partes resuelvan su diferencia por medio de 
consultas o mediación previa al arbitraje sin límite de tiempo establecido; y, 
adicionalmente, incluye mecanismos como la facilitación además de la mediación que 
beneficiarían a países que no reconocen al arbitraje como un método para la solución de 
controversias como es el caso de Brasil y Bolivia.  Así también, se prevé un mecanismo 
de designación y recusación de árbitros distinto al del CIADI, por el cual si las partes 
no llegan a un acuerdo respecto del árbitro, será la Dirección General de la UNASUR 
la encargada de designar a los árbitros por sorteo, e incluye una evaluación que analizará 
la imparcialidad o hechos que presuman la inclinación hacia una de las partes. 
 
Otro aspecto innovador, es la consolidación de un mecanismo de apelación, a 
través del cual se presentaría un recurso de apelación para que el Laudo final pueda ser 
                                                          
92 Son Estados miembros de la UNASUR: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, 
Guyana, Paraguay, Perú, Suriname, Uruguay, y Venezuela.  
93 Véase Noticias de América Latina y el Caribe, disponible en: http://www.nodal.am/2016/01/expertos-
de-unasur-ultiman-detalles-para-creacion-de-tribunal-o-comision-para-solucion-de-controversias-sobre-
inversiones/ (última visita, 10 de noviembre de 2016).  
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revisado conforme al derecho y bajo un sistema de precedentes.  Esta podría ser un arma 
contundente para la aceptación y acogida del sistema por parte de los inversores, toda 
vez que no existen hasta el momento instancias de apelación de laudos arbitrales en 
materia de inversiones y sería una fase basada en transparencia y coherencia en las 
decisiones.  Finalmente, el acuerdo propondría diferentes etapas de implementación de 
centro de arbitraje; en primera instancia, el sistema se reservaría para los doce países 
que son parte de la UNASUR, es decir, cuando ambas partes provengan de uno de estos 
Estados; la segunda etapa, abriría su funcionamiento a países centroamericanos; y en la 
última fase, brindaría los servicios a todos los países que decidan utilizarlo.   
 
Se debe tomar en cuenta la aplicación de todo el engranaje de este sistema en el 
Ecuador.  Como ya se conoce, el artículo 422 exceptúa los tratados en los que se prevea 
un arbitraje en centros latinoamericanos con ciudadanos latinoamericanos.  Así, una vez 
que entre en vigencia el acuerdo constitutivo de la UNASUR, y se ponga en marcha el 
centro de arbitraje, el Ecuador podría incluir en sus negociaciones o renegociaciones la 
solución de controversias a través del mecanismo de la UNASUR, pero únicamente si 
las negociaciones se enfocan en cualquiera de los doce países integrantes de esta 
organización, caso contrario, si se trata de países distintos a estos, se deberán mantener 
los lineamientos para un arbitraje ad-hoc bajo las reglas de la UNCITRAL, hasta que el 
centro de arbitraje de la UNASUR cobre relevancia en ámbito internacional sobre 
inversiones y pueda avanzar a su tercera fase.  
 
La iniciativa de creación del centro de solución de controversias en materia de 
inversiones, sin duda, no es algo descabellado.  Se debe tomar en cuenta que América 
Latina es la región que posee el mayor número de litigios en los tribunales arbitrales 
extranjeros, sobre todo en las últimas dos décadas, si comparamos el período 1987 a 
1995 en el que hubieron 6 demandas, con el período desde 1996 hasta 2008 –año en el 
que se llevó a efecto la intención del Ecuador- en el que el número de demandas se 
disparó a 31494.  Adicionalmente, se ha considerado el hecho de que 9 de los 12 países 
miembros de la UNASUR han enfrentado 111 demandas ante el CIADI, lo cual 
                                                          
94 Véase http://www.eltelegrafo.com.ec/noticias/politica/2/tratado-constitutivo-de-centro-de-arbitraje-
de-unasur-esta-practicamente-listo (consultado el 11 de noviembre de 2016).  
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representaría el 31% del total de casos administrados por este centro95; a ello se 
agregaría también el hecho de que el Ecuador se encuentra en el grupo de países más 
demandados junto con Argentina y Venezuela.  
 
El proyecto como tal merece todo el interés y la atención de la región, sobre todo 
porque se trata de un desafío institucional significativo.  Una vez que el acuerdo 
constitutivo del centro de solución de diferencias relativas a inversiones se encuentre 
vigente, el trabajo por parte de los impulsores del proyecto será arduo, toda vez que, 
posiblemente, deberán enfrentar críticas y el recelo por parte de los inversionistas, 
quienes en principio preferirán la confiabilidad de la CCI, LCIA, y el CIADI.  En tal 
sentido, la existencia a corto o largo plazo del centro dependerá de la generación de 
certidumbre y seguridad jurídica que se promueva frente a los inversionistas y de la 
reputación positiva que se obtenga a través de la puesta en marcha del centro.  No se 
debe olvidar que el arbitraje en materia de inversiones, y en general, el derecho de las 
inversiones es una disciplina que permanece en constante evolución, para lo cual los 
redactores de normas y aquellos que apliquen tales normas, deberán ajustarse a las 
nuevas tendencias internacionales sobre esta materia.    
 
3.3 Otras vías externas que favorecerían al Ecuador 
 
En la búsqueda de vías futuras que posibiliten un arbitraje de inversiones 
coherente y legalmente factible para el Ecuador, se deben tomar en cuenta también 
factores externos que podrían revisarse, aprovechando la constante dinámica del 
derecho de las inversiones a nivel internacional y la revisión de normativa interna de 
varios estados respecto de esta materia.  Sobre algunos de ellos se hará referencia a 
continuación, considerando que, para dichas opciones, se deberá obtener el consenso de 
los principales actores intervinientes en el sistema del arbitraje internacional de 
inversiones.  
 
                                                          
95 FIEZZONI S., “Centro de Arbitraje de UNASUR: Las Principales Características de la Propuesta de 
Ecuador”.  En International Institute for Sustainable Development, Boletín trimestral sobre el derecho y la 
política de inversiones desde una perspectiva del desarrollo sostenible, Número 2, Tomo 2, 2012, 
disponible en: 
http://www.iisd.org/pdf/2012/iisd_itn_january_2012_es.pdf, p. 6. (última visita, 11 de noviembre de 2016).  
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3.3.1 La creación de un mecanismo de apelación 
 
Es importante llamar la atención de la estructura del sistema actual de solución de 
controversias de inversiones, en el sentido de que actualmente no existe ningún 
mecanismo de apelación a los laudos arbitrales.  En el CIADI, por ejemplo, el recurso 
que más se asemeja a una apelación es la anulación, aunque se lo aplica de manera 
bastante limitada pues procede únicamente bajo causales específicas que no corrige ni 
revisa la justicia de la decisión, sino solo evalúa la legitimidad del laudo96.   
 
Así, el instaurar un mecanismo de apelación serviría para dotar de mayor 
credibilidad al sistema de fallos arbitrales.  Internacionalmente, la impresión es que los 
Estados necesitan contar con una instancia de revisión de laudos que examine los 
principales aspectos del litigio como las pruebas, posiciones de las partes, y las 
consideraciones del tribunal arbitral.  Por tanto, esta es una idea que, además de que 
puede ser jurídicamente viable, brindará mayor seguridad jurídica a los Estados e 
inversionistas que se someten a los tribunales, pues no debe olvidarse que a pesar de la 
conformación de dichos tribunales por profesionales altamente capacitados, estos no 
pueden quedar exentos de visiones o lineamientos políticos y económicos de cualquiera 
de las partes en un litigio.   
 
De hecho, la opción de crear un órgano de apelación ya ha empezado a 
materializarse en nuevos tratados que se han suscrito como el TLC entre Estados 
Unidos, Centroamérica y República Dominicana, el modelo de TBI de Estados Unidos 
del 2004, el acuerdo para la Asociación Transatlántica de Comercio e Inversión de la 
Unión Europea y Estados Unidos que se encuentra pendiente de su firma, o el Acuerdo 
Integral de Economía y Comercio entre Canadá y la Unión Europea (pendiente de 
ratificación).  La complejidad sobre esta vía sería en el sentido de que si esta iniciativa 
comprendería la creación de un solo órgano de apelación a nivel multilateral, o de varios 
                                                          
96 El artículo 52 del Convenio de Washington contempla las siguientes causales: “(1) Cualquiera de las 
partes podrá solicitar la anulación del laudo mediante escrito dirigido al Secretario General fundado en 
una o más de las siguientes causas: a) Que el tribunal se hubiere constituido incorrectamente; b) Que el 
tribunal se hubiere extralimitado manifiestamente en sus facultades; c) Que hubiere habido corrupción de 
algún miembro del Tribunal; d) Que hubiere quebrantamiento grave de una norma de procedimiento; e) 
Que no se hubieren expresado en el laudo los motivos en que se funde”.  
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órganos que fungirían como centros de apelación, según los nuevos acuerdos de 
inversión.  
 
3.3.2 Una posible reforma al sistema del CIADI 
 
A pesar de que el Ecuador ya no es miembro del CIADI, es importante abordar el 
tema de una posible reforma al sistema de solución de controversias ofrecido por el 
CIADI, lo cual afectaría positivamente a quienes sometan sus diferencias ante este 
centro, sin dejar de ser ajeno para el Ecuador y sus futuras políticas nacionales sobre 
esta materia.  
 
Una reforma al sistema del CIADI, impulsaría además una reforma integral de 
todo el sistema de arbitraje de inversiones, que indudablemente, parece convertirse hoy 
en día, en una necesidad apremiante.  Para ello, deben analizarse las cláusulas más 
cuestionadas o conflictivas del Convenio de Washington, por ejemplo, la relativa a la 
nulidad del laudo que se analizó en líneas anteriores; la recusación de los árbitros para 
revisar más a fondo cuestiones sobre imparcialidad o neutralidad de los árbitros del 
tribunal; la inclusión del concepto de inversión en el Convenio, que sería muy 
importante de cara a definir el tipo de inversiones protegidas y en conflicto; los 
razonamientos respecto de las cifras de costas en la condena, aspecto que ha afectado al 
Ecuador en varios laudos emitidos por el centro, así como también una evaluación de 
los costos elevados para someterse a este mecanismo, y la posibilidad de crear un 
sistema de apelación.  
 
3.3.3 La revisión integral del sistema de arbitraje de inversiones 
 
Una revisión integral de los mecanismos de arbitraje internacional de inversiones 
es un aspecto imprescindible dentro del abanico de opciones para mejorar este sistema.  
En tal sentido, lógicamente se tendría que empezar por el origen de los problemas 
suscitados a lo largo de la última década, es decir, acudir directamente a la revisión de 
los acuerdos de inversión, dentro de los cuales se contemplan los preceptos 




En esta vía juegan un papel preponderante los Estados, quienes a través de estos 
acuerdos negocian sus puntos específicos sobre la política nacional en beneficio de las 
inversiones extranjeras.  En tal sentido, los Estados deben luchar por la inclusión de 
aspectos fundamentales para su desarrollo, creando un lenguaje claro y empleando los 
términos usualmente contenidos en estos acuerdos como el concepto de inversión, trato 
justo y equitativo, NMF, TN, expropiación, arbitraje, pero adaptándolos a las nuevas 
tendencias de desarrollo sostenible que abarca cuestiones de derechos humanos, medio 
ambiente, salud, comunidades indígenas, trabajo y nuevas tecnologías.  
 
Si la comunidad internacional impulsa la creación de propuestas innovadoras para 
los acuerdos de inversión se facilitaría el perfeccionamiento de los nuevos estándares y 
se afinaría la facultad regulatoria que mantienen los Estados en temas relativos a política 
pública necesaria.  Por otro lado, en relación con el arbitraje inversionista – Estado, la 
revisión de los acuerdos podría enfocarse también en analizar las causas del por qué 
varios Estados enfrentan numerosas demandas, para de ser el caso, no dejar vacíos 
jurídicos ni amplitud tácita en estos acuerdos para el sometimiento de diferencias de 
cualquier tipo relacionadas con inversiones, pues es aquí donde eventualmente se 
facilitan las actuaciones, en algunos casos válidas, y en otros casos exacerbadas, por 
parte de los inversionistas en perjuicio real de los Estados.  
 
De cualquier manera, una reforma integral deberá enfocarse en aspectos 
razonables que midan en una balanza los beneficios, tanto para los Estados como para 
los inversionistas.  Dependerá mucho de los países que den luz verde a cualquier proceso 
de reforma, toda vez que son éstos los líderes en formular políticas claras respecto de 
las inversiones que necesitan y quieren receptar.  Por ello, la puesta en marcha de los 
cambios normativos internos de cada Estado, será el hecho preliminar que direccione 
las reformas de los tratados internacionales en materia de inversiones con un horizonte 










Todo el análisis realizado en esta investigación ha permitido entender la 
complejidad que enfrenta el sistema de arbitraje de inversiones a nivel internacional, 
regional, bilateral y local, llegando a conclusiones claras sobre el contenido del trabajo, 
así como también a dudas e incertidumbres que se generan con motivo de su aplicación 
en el ámbito del derecho de las inversiones, consideraciones que las menciono a 
continuación. 
 
1. La protección de inversiones tuvo el mayor auge de su historia en la década de los 
80 e inicios de los 90, período en el que se produjo una masiva suscripción de los 
Tratados Bilaterales de Inversión.  Éstos, junto con el CIADI, se convirtieron en los 
pilares fundamentales de la solución de controversias relativas a inversiones entre 
inversionista extranjero y Estado receptor de la inversión.  Por un lado, es a través 
de los TBIs que los Estados manifiestan su consentimiento de someter las 
controversias a instancias de arbitraje internacional, específicamente al CIADI, 
emanando los estándares materiales del procedimiento arbitral; y por otro, la 
presencia del CIADI ha sido un imperativo para configurar la edificación que 
sostiene a los TBIs, contemplando normas específicas inherentes sobre el sistema 
procesal de arbitraje.   
2. La experiencia a nivel mundial refleja claramente que hasta el momento no existe 
un consenso internacional sobre las políticas de protección y promoción de 
inversiones.  El fracaso de aprobar un acuerdo multilateral sobre IED, el contenido 
de los TBIs altamente cuestionados, y los nuevos acuerdos sobre inversiones son 
una muestra de las diversas concepciones globales que se tiene sobre esta materia.   
3. A pesar de que el CIADI se configuró como una institución que administra 
procedimientos arbitrales, no ha sido ajeno a los cuestionamientos y críticas hechas, 
sobre todo, por países de la región latinoamericana, debido principalmente a la 
complejidad e incremento de los litigios, la falta de protección al Estado y los 
intereses públicos, y las grandes cifras de dinero reclamadas por los inversores.  
Esta censura ha desembocado en la denuncia del Convenio de Washington que creó 
el CIADI, por parte de Bolivia, Ecuador y Venezuela, al amparo del derecho 
internacional y del mismo Convenio.  
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4. Las principales normas internas que regulaban aspectos sobre el arbitraje de 
inversiones en el Ecuador fueron, en principio, la Constitución de la República y la 
Ley de Arbitraje y Mediación.  Sin embargo, a partir de las reformas 
constitucionales del año 2008, el gobierno nacional trabajó en la elaboración de tres 
instrumentos de carácter nacional para la promoción y protección de inversiones 
extranjeras, así se puede destacar al Código Orgánico de la Producción, Comercio 
e Inversiones, su Reglamento respectivo, y la Ley Orgánica de Incentivos para 
Asociaciones Público-Privadas y la Inversión Extranjera.  Es a través de estos 
instrumentos, que el Ecuador aspira atraer mayor IED brindando interesantes 
incentivos políticos y sobre todo tributarios a los inversionistas nacionales y 
extranjeros.  
5. La denuncia por parte del Ecuador, tanto de los TBIs como del Convenio de 
Washington que creó en CIADI, se fundamentó en la vigencia de los nuevos 
imperativos constitucionales y legales, y con ocasión de promover tratados 
internacionales más justos para el inversor extranjero y el Estado, en el que se 
aborden temas relativos a derechos humanos y laborales, medio ambiente, salud, 
transferencia de tecnología, comunidades indígenas; cuestiones que están 
orientadas al desarrollo sostenible, contraponiéndose positivamente ante el antiguo 
fundamentalismo del mercado en el que materias como éstas no obtienen la 
suficiente relevancia.   
6. La redacción del artículo 422 de la Constitución del Ecuador, indudablemente, creó 
un obstáculo jurídico para la celebración de tratados en los que se acuerde el 
sometimiento de controversias relativas a inversiones ante instancias de carácter 
internacional, particularmente al CIADI, aunque su texto se refiera a controversias 
contractuales o de carácter comercial.  No obstante, exceptúa a los tratados o 
instrumentos que prevean una solución de controversias de esta índole entre Estados 
y ciudadanos latinoamericanos por instancias de arbitraje regionales.  Por tanto, son 
dos las cuestiones aquí abordadas que presentan una falencia en su composición; 
por un lado, no existe claridad respecto de la naturaleza de las controversias a las 
que hace mención; y por otro, el artículo puede transmitir incertidumbre respecto 
de la solución de diferencias en instancias de arbitraje regionales cuya existencia 
no se ha materializado. 
7. La negociación o renegociación de un acuerdo internacional de inversiones, debe 
previamente ser consensuado a nivel de las instituciones públicas, y será en primer 
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lugar, frente a esos niveles de gestión interna, que se puedan adoptar los 
lineamientos indispensables para cualquier proceso de esa naturaleza, el cual 
posteriormente debería ser aceptado por el gobierno nacional, y puesto en marcha 
por las autoridades negociadoras que tendrán la potestad de modificar su contenido, 
siempre y cuando se preserven los intereses nacionales, pues el propósito de una 
negociación bilateral es lograr convencer a la contraparte con el mérito de la 
posición nacional a efectos de obtener un resultado mutuamente aceptable.  
8. El arbitraje internacional de inversiones es una consecuencia de la globalización 
que día a día se desarrolla y acentúa, y a la que los países no pueden dar la espalda 
pues jamás sería conveniente para un Estado cerrar las puertas a la inversión 
internacional.  No obstante, los Estados están plenamente facultados para 
estructurar sus propias políticas respecto de la inversión en favor del interés público, 
considerando temas prioritarios para su desarrollo económico y social sostenible, 
toda vez que esto también se convierte en fruto de la globalización, temas que hoy 
son fundamentales y que en el pasado no estaban presentes.   
9. La intención de crear un centro de solución de controversias relativas a inversiones 
surgida en la UNASUR y liderada por el Ecuador parece aproximarse a tomar forma 
por completo, considerando que actualmente existe un consenso del 80% del 
contenido del borrador del acuerdo constitutivo.  Sin embargo, se debe adoptar una 
postura cautelosa respecto del éxito de este instrumento, toda vez que para 
aprobarse el texto en su totalidad, se necesitará el beneplácito de todos los miembros 
de la UNASUR, cuestión que podría traer dificultades para la pronta creación del 
centro en el sentido de que cada país deberá analizar su situación política frente al 
panorama del arbitraje de inversiones y hacer una valoración sobre los reales 
beneficios de poner en práctica un mecanismo de arbitraje distinto al establecido en 
los tratados y contratos de inversiones que tengan suscritos.  
10. El contrato de inversión es un gran aliado en el panorama ecuatoriano para 
impulsar la protección y promoción de inversiones extranjeras a través de los 
innumerables incentivos políticos, económicos, y sobre todo fiscales que éstos 
prevén.  A pesar de ello, no se podría jamás menoscabar la relevancia que poseen 
los tratados internacionales, sobre esta materia, pues política y económicamente 
constituyen el instrumento marco, de rango jerárquicamente superior al de un 
contrato, que establecen las bases de la relación entre un inversionista y un Estado 
receptor de la inversión, y  a través de los cuales se podrán plasmar sus propósitos 
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en un contrato de inversión, generando mayor confianza y seguridad jurídica entre 
ambas partes.  
11. Desafortunadamente, no se puede predecir a ciencia cierta, cuál será la actuación 
definitiva del Ecuador en el futuro; sin embargo, lo que sí se ha logrado, es 
presentar un abanico de opciones encaminadas a preservar la importancia de la 
inversión extranjera para un país en desarrollo que ha logrado eximirse de una 
posición abnegada frente a los tratados de inversiones de corte clásico, y que ha 
adoptado una postura inclinada hacia los nuevos imperativos del desarrollo 
sostenible, de decisiones que comprometen elementos fundamentales del 
bienestar general, y de las nuevas tendencias sobre arbitraje internacional de 
inversiones.  
12. Será importante mantenerse a la expectativa de lo que pueda suceder a raíz de la 
suscripción del Acuerdo Comercial entre la Unión Europea y el Ecuador, en virtud 
de que, al ser el socio comercial más importante para el Ecuador, junto con 
Estados Unidos, cuestiones sobre inversiones, y sobre todo, de arbitraje de 
inversiones, serán políticamente tratados con ocasión de la paralización de las 
denuncias de los TBIs que el Ecuador mantiene con varios países miembros de la 
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